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Tomo  XVI.  Guatemala,  mayo  de  1928  NÚM.  23 

La  Dirección  de  la  GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES  hace  constar  que,  solamente  los  autores 
son  responsables  de  las  doctrinas  sustentadas  en  los  artículos  que  se  publiquen  en  ella. 


EDITORIAL 


Con  el  presente  número  se  inicia  una 
nueva  orientación  en  la  “Gaceta  de  los 
Tribunales” .  Esta,  por  su  propia  natu¬ 
raleza,  reporta  indiscutible  utilidad  pa¬ 
ra  los  Abogados  y  en  general  para  to¬ 
das  aquellas  personas  que,  en  una  u 
otra  forma,  se  dedican  al  estudió  de  los 
asuntos  jurídicos  de  nuestro  país.  Es 
por  esta  razón  que  ahora  se  hace  un  es¬ 
fuerzo  para  procurar  darle  otra  forma 
a  efecto  de  que  en  sus  páginas  se  en¬ 
cuentre  una  condensación  de  las  doctri¬ 
nas  sustentadas  por  el  Tribunal  Supre¬ 
mo  de  Justicia,  suprimiendo  en  cuanto 
sea  posible,  la  parte  expositiva,  más  o 
menos  larga  de  los  procesos,  y  concre¬ 
tándonos  a  extractar,  si  es  que  esto  sea 
necesario  en  algunos  casos,  la  prueba 
que  aparezca  en  los  juicios,  para  dar  a 
conocer  los  fundamentos  en  que  se 
apoyen  los  fallos,  y  deducir  la  jurispru¬ 
dencia  que  resulte  de  dichas  resolu¬ 
ciones. 

Con  esta  práctica,  se  evitará  recargar 
la  Revista,  de  lectura  sin  mayor  impor¬ 
tancia,  ya  que  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  al  dictar  sus  sentencias,  lo  ha¬ 
ce  en  ejercicio  de  un  recurso  extraordi¬ 
nario  que,  con  perfecto  conocimiento  de 
lo  que  resulta  en  los  autos  que  tiene  a 
la  vista,  da  a  conocer  las  apreciaciones 
de  derecho  en  que  se  funda. 

Cuando  los  fallos  sean  cortos  o  su 
naturaleza  lo  exija,  se  publicarán  ínte¬ 
gros,  como  hasta  ahora,  pero  esta  será 


en  razón  de  su  importancia  solamente, 
pues  lo  necesario  para  los  interesados 
en  los  estudios  jurídicos,  es  conocer 
únicamente  la  doctrina  que  sustenta  el 
Tribunal  Supremo  para  establecer  ju¬ 
risprudencia. 

Tenemos  la  intención  también,  de 
publicar  todos  los  meses  un  Estado  de 
las  cuentas  de  la  Receptoría  de  Fondos 
Judiciales,  para  dar  a  conocer  su  movi¬ 
miento;  y  las  dotaciones  que  se  hagan 
a  los  tribunales  inferiores  para  su  me¬ 
jor  funcionamiento  y  decoro,  con  lo 
cual  se  informará  acerca  de  las  mejo¬ 
ras  que  se  lleven  a  cabo  mensualmente . 

Se  tendrá  especial  cuidado  en  publi¬ 
car,  con  la  debida  oportunidad,  todas 
las  leyes  y  disposiciones  que  se  emitan, 
cuyo  conocimiento  sea  de  interés  gene¬ 
ral  a  efecto  de  que  la  “Gaceta"  preste 
mayor  utilidad  a  sus  lectores. 

Y  por  último,  aprovechamos  esta 
oportunidad,  para  hacer  una  atenta 
excitativa  a  los  señores  Profesionales, 
a  efecto  de  que  cooperen  con  nosotros, 
proporcionándonos  sus  estudios  sobre 
cuestiones  puramente  jurídicas  y  de 
aplicación  práctica,  con  lo  que  se  dará 
mayor  atractivo  a  nuestra  publicación. 

Hacemos  estas  aclaraciones  para  que 
los  lectores  tomen  en  cuenta  los  moti¬ 
vos  que  se  han  tenido  presentes  al 
orientar  la  “Gaceta”  en  la  forma  que 
se  deja  indicada. 
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ACUERDO  DE  CONDOLENCIA 


LICENCIADO  DON  JOSE  PINTO 


Con  motivo  del  sensible  fallecimiento  del 
Licenciado  don  José  Pinto,  Presidente  que 
fué  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  este 
Alto  Cuerpo,  con  fecha  15  de  los  corrientes, 
dictó  el  acuerdo  que  dice : 


"N9  5. — Guatemala,  15  de  mayo  de  1928. 

Habiendo  fallecido  hoy  el  Licenciado  don 
José  Pinto,  Presidente  que  fué  de  la  Corte 
Suprema,  y  quien  también  prestó  otros  im¬ 
portantes  servicios  a  la  Nación, 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  asocián¬ 
dose  al  duelo  que  tan  luctuoso  aconteci¬ 
miento  ha  producido, 

ACUERDA : 

■  I. — Concurrir  en  cuerpo  juntamente  con 
el  personal  de  las  Salas  de  Apelaciones  y 
Jueces  de  1'*  Instancia  residentes  en  esta 
ciudad,  a  la  inhumación  del  cadáver  el  día 
de  hoy,  a  las  4  de  la  tarde. 

II.  — Comisionar  al  señor  Magistrado  Li¬ 
cenciado  don  Juan  F.  Rodríguez,  para  que, 
en  nombre  del  Poder  Judicial,  pronuncie  una 
oración  fúnebre  en  el  acto  de  la  inhumación. 

III.  — Designar  a  los  señores  Presidentes 
de  las  Salas  1*,  2I>  y  35  de  la  Corte  de  Ape¬ 
laciones,  para  que  se  sirvan  dar  el  más  sen¬ 
tido  pésame  a  la  familia  del  extinto,  ponien¬ 
do  en  sus  manos  copia  de  este  acuerdo. 

Comuniqúese  y  transcríbase. 

MEDRANO.  ' 

Flores  y  Flores. — Serrano  Muñoz. — Pare¬ 
des. — Rodríguez. 

ALFREDO  VALLE  CALVO. 


Ultimos  nombramientos  de  Jueces  de  Ia  Instancia 


Previa  anuencia  de  los  interesados,  y  de 
acuerdo  con  la  Presidencia  del  Poder  Ju¬ 
dicial,  el  Ejecutivo  acordó  los  siguientes 
traslados : 

El  Licenciado  Antonio  Cruz,  Juez  6"  de  1“ 
Instancia  de  este  departamento,  del  ramo 
criminal,  pasó  al  Juzgado  39  de  1!!  Instancia 
del  ramo  civil. 

El  Licenciado  Oscar  Zeceña,  Juez  de  l1* 
Instancia  del  departamento  de  Escuintla, 
pasó  al  Juzgado  6"  de  1»  Instancia  de  este 
departamento,  en  sustitución  del  Licencia¬ 
do  Antonio  Cruz. 


El  Licenciado  Oscar  Murga,  Juez  de  1* 
Instancia  del  departamento  de  la  Alta  Ve- 
ranaz,  pasa,  con  igual  carácter,  al  departa¬ 
mento  de  Escuintla,  en  sustitución  del  Li¬ 
cenciado  Oscar  Zeceña. 

En  vista  de  las  ternas  propuestas  por  la 
Corte  Suprema  fueron  nombrados  Jueces  de 
1’  Instancia  de  la  Alta  Verapaz  y  Chiquimu- 
lilla,  respectivamente,  los  señores  Licencia¬ 
dos  don  J.  Liberato  Valdés  y  don  Carlos  B. 
Rivera. 
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SECCION  JUDICIAL. 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


CRIMINAL 

Para  que  la  complicidad  sea  punible  es  indispensable 
que  la  causa  o  móvil  que  haya  impulsado  al  pre¬ 
venido  por  tal  infracción  sea  el  de  facilitar  la 
ejecución  del  hecho  delictuoso  que  se  pesquisa. 


“Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
siete  de  abril  de  mil  novecientos  veintiséis. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  que  pronunció  la  Sala  Sexta  de 
Apelaciones  el  cinco  de  diciembre  del  año 
próximo  pasado  en  la  causa  instruida  con¬ 
tra  Faustino  Mérida  Moran  y  Ricardo  Dá- 
vila  Acevedo,  por  asesinato  cometido  en  la 
persona  de  Valentín  Peña,  en  la  cual  des¬ 
aprueba  la  que  dictó  el  Juez  de  1®  Instan¬ 
cia  de  Suchitepéquez,  que  absolvió  de  la 
instancia  al  segundo  de  los  expresados  indi¬ 
viduos,  y  lo  condena  por  complicidad  en  el 
mencionado  delito  a  sufrir  la  pena  de  diez 
años  de  prisión  correccional,  lo  suspende 
en  el  goce  de  sus  derechos  políticos  duran¬ 
te  el  mismo  tiempo,  lo  obliga  al  pago  de  las 
responsabilidades  civiles  y  a  la  reposición 
del  papel  al  del  sello  correspondiente ;  y 
aprueba  el  fallo  en  cuanto  deja  abierto  el 
procedimiento  contra  el  reo  principal  Faus¬ 
tino  Mérida  Moran,  que  se  encuentra  sin 
captura. 


CONSIDERANDO:  que  se  encuentra  ple¬ 
namente  comprobado  con  el  informe  médi¬ 
co  legal  de  la  autopsia  practicada  en  el  ca¬ 
dáver  de  Valentín  Peña,  que  este  individuo 
falleció  a  consecuencia  de  la  herida  que  su¬ 
frió,  la  que  fué  necesariamente  mortal.  Que 
Faustino  Mérida  Moran,  a  quien  se  sindica 
como  reo  principal  de  ese  delito,  no  ha  sido 
capturado,  y  por  consiguiente  las  diligencias 
practicadas  para  la  investigación  del  hecho 
y  la  imposición  de  la  pena,  sólo  deben  exa¬ 
minarse  en  lo  que  se  refieren  a  Ricardo  Dá- 
vila  Acevedo,  procesado  por  complicidad. 
Que  la  sindicación  que  se  hace  contra  este 
último  se  funda  en  que  estando  en  la  ven¬ 
tana  de  la  casa  donde  se  verificaba  el  festi¬ 


val,  llamó  a  Valentín  Peña  en  ocasión  que 
bailaba  con  Paula  Cota,  para  que  saliera  a 
la  calle,  en  donde  lo  esperaba  DíVila  Mo¬ 
ran,  quien  momentáneamente  le  infirió  la 
herida  que  le  causó  la  muerte.  El  preve¬ 
nido  ha  negado  categóricamente  esta  cir¬ 
cunstancia,  manifestando  que  a  la  hora  en 
que  se  cometió  el  delito,  se  encontraba  visi¬ 
tando  a  su  tío  Miguel  Mazariegos,  como  lo 
justificaba  con  el  dicho  de  cuatro  testigos 
que  lo  vieron  llegar  a  la  casa  del  expresado 
señor  Mazariegos,  a  las  seis  de  la  tarde  y  re¬ 
tirarse  a  las  nueve  de  la  noche.  Que  para 
poderse  declarar  la  responsabilidad  crimi¬ 
nal  de  Ricardo  Dávila  como  cómplice  en  el 
delito  que  se  averigua,  es  indispensable  que 
se  hubiese  comprobado  que  la  causa  o  el 
móvil  que  lo  impulsó  al  llamar  a  Peña,  fué 
el  de  facilitar  a  Mérida  Morán  una  oportu¬ 
nidad  o  una  ocasión  apropiada  para  la  eje¬ 
cución  del  hecho,  o  que  existiera  conniven¬ 
cia  entre  ambos,  o  alguna  relación  jurídica 
entre  aquel  hecho  y  la  muerte  de  Peña,  o 
que  de  cualquiera  otra  manera  llegara  a  es¬ 
tablecerse  sin  lugar  a  duda,  que  Dávila,  por 
actos  anteriores  o  simultáneos,  hubiese 
cooperado  a  la  perpetración  del  referido  de¬ 
lito  ;  y  una  vez  que  estas  condiciones  no 
aparecen  debidamente  justificadas,  a  causa 
de  la  deficiencia  que  se  observa  en  la  ins¬ 
trucción  del  proceso,  deben  tenerse  como  in¬ 
fringidos  tanto  el  artículo  30  del  Código  Pe¬ 
nal,  que  determina  los  casos  de  complici¬ 
dad,  como  el  artículo  571  del  Código  de  Pro¬ 
cedimientos  Penales,  que  para  la  imposi¬ 
ción  de  pena  requiere  que  la  prueba  sea  ple¬ 
na,  es  decir,  la  única  consecuencia  que  de 
ella  puede  deducirse  es  la  culpabilidad  del 
acusado ;  y  por  ese  motivo  procede  casar  y 
anular  la  sentencia  recurrida,  y  dictarse  la 
que  en  derecho  corresponde. 

*  CONSIDERANDO:  que  si  bien  es  cierto 
que  la  sindicación  que  hacen  María  Maído- 
nado  y  José  Angel  Lemus,  Margarita  Arans, 
Albertina  Alecio  y  Benito  Pérez,  no  conven¬ 
cen  el  ánimo  judicial  hasta  el  grado  de  con¬ 
siderar  culpable  al  prevenido,  y  fundan  en 
esa  prueba  una  sentencia  condenatoria,  tam¬ 
bién  lo  es  que  arrojan  mérito  suficiente  pa¬ 
ra  dudar  de  su  inocencia,  sin  que  basten 
para  desvanecer  totalmente  esas  sospechas, 
las  declaraciones  de  los  testigos  de  desear- 


684 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


go,  las  cuales  se  apreciarán  en  su  justo  va¬ 
lor  cuando  se  dicte  el  fallo  definitivo,  y  a 
que,  por  ahora,  y  por  las  razones  expuestas 
y  porque  concurren  las  demás  condiciones 
legales,  la  absolución  del  prevenido  debe  li¬ 
mitarse  a  la  instancia,  artículos  595,  596, 
597,  601  y  730,  Código  de  Procedimientos 
Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  apoyo  en  lo  que  disponen  los  ar¬ 
tículos  568,  676,  686  y  687  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  casa  y  anula  la 
sentencia  recurrida,  y  resolviendo  en  lo  prin¬ 
cipal,  declara:  que  Ricardo  Dávila  Acevedo 
queda  absuelto  de  la  instancia;  y  deja 
abierto  el  procedimiento  así  respecto  de  él, 
como  también  contra  Faustino  Mérida  Mo¬ 
ran,  que  no  ha  sido  capturado. 

Notifíquese  y  con  certificación  devuélva¬ 
se  la  causa  al  tribupal  de  su  origen. 

R.  Sandoval. — Quirino  Flores  y  Flores. — 
José  Serrano  Muñoz. — Abel  Paredes. — J.  F. 
Rodríguez. — Raf.  Castellanos  A. 


CRIMINAL 

Cuando  el  depósito  no  se  ha  constituido  de  confor¬ 
midad  con  la  ley,  la  falta  de  entrega  de  la  cosa  a 
que  se  refiere,  no  constituye  estafa. 


"Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintitrés  de  mayo  de  mil  novecientos  vein¬ 
tiocho. 

Por  recurso  de  casación  y  con  los  antece¬ 
dentes  que  la  motivan,  se  examina  la  sen¬ 
tencia  dictada  por  la  Sala  2I>  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  veinte  de  marzo  del  corrien¬ 
te  año,  en  la  causa  que  por  el  delito  de  es¬ 
tafa  procede  contra  el  reo  Gustavo  Martí¬ 
nez,  en  que  confirma  el  fallo  de  1?  Instancia 
con  la  enmienda  de  que  la  pena  que  debe 
sufrir  el  encausado  es  la  de  dos  años  de 
prisión  correccional. 

RESULTA:  que  doña  Francisca  Muñoz, 
soltera,  de  cuarenta  años  de  edad,  domicilia¬ 
da  en  la  ciudad,  en  la  Cuarta  Calle  Ponien¬ 
te  del  cantón  La  Libertad,  número  cinco,  se 
presentó  al  Juzgado  Cuarto  de  Primera 
Instancia  de  este  departamento,  el  veinti¬ 
cuatro  de  agosto  anterior,  acusando  a  Gus¬ 
tavo  Martínez  por  el  delito  de  estafa  y  fun¬ 
dó  su  acción  en  los  hechos  siguientes  :  que 
dicho  señor  recibió  de  la  compareciente,  en 
calidad  de  depósito,  la  cantidad  de  diez  y 


seis  mil  quinientos  pesos  billetes  nacionales, 
con  el  plazo  estipulado  en  la  escritura  com¬ 
promisaria,  plazo  que  expiró  sin  que  el  se¬ 
ñor  Martínez  devolviera  el  depósito,  no  obs¬ 
tante  las  gestiones  empleadas,  motivo  por 
el  cual  lo  requirió  judicialmente,  de  confor¬ 
midad  con  la  certificación  que  acompañó, 
sin  llegar  a  conseguirlo  tampoco  por  ese 
medio. 

RESULTA  :  que  la  certificación  de  reque¬ 
rimiento  judicial  que  se  expresa,  acompaña 
al  escrito  de  acusación,  fué  expedida  por  el 
Juzgado  Segundo  de  Primera  Instancia  de 
este  departamento,  y  en  la  cual  aparece: 
que  el  veintidós  de  julio  del  año  pasado,  a 
la  una  de  la  tarde,  se  constituyó  el  Minis¬ 
tro  ejecutor  a  solicitud  de  doña  Francisca 
Muñoz,  y  en  la  forma  correspondiente,  en 
casa  de  don  Gustavo  Martínez,  a  quien  re¬ 
quirió  la  entrega  de  la  suma  de  diez  y  seis 
mil  quinientos  pesos  que  de  la  propiedad  de 
doña  Francisca  Muñoz,  guarda  en  depósito, 
manifestando  el  requerido :  "que  de  mo¬ 
mento  no  tiene  la  suma  que  se  le  exige”. 
Asimismo  se  acompañó  el  testimonio  de  la 
escritura  pública  relacionada  con  ell  depósi¬ 
to  que  motiva  la  acusación,  otorgada  el  vein¬ 
tidós  de  abril  del  año  pasado,  por  el  señor 
Martínez,  a  favor  de  la  señora  Muñoz,  ante 
los  oficios  del  Notario  don  Guillermo  Vides 
en  que,  literalmente  se  expresa :  "don  Gus¬ 
tavo  Martínez  manifiesta  que  le  adeuda  a 
la  señora  Muñoz  la  suma  de  diez  y  seis  mil 
quinientos  sesenta  pesos  moneda  nacional : 
que  tal  cantidad  la  recibió  en  calidad  de 
préstamo,  hace  algunos  meses  :  que  por  este 
acto  se  declara  que  tal  cantidad  le  queda  en 
calidad  de  depósito  a  la  orden  de  la  señora 
Francisca  Muñoz ;  que  el  depósito  lo  de¬ 
volverá  en  cantidades  parciales  de  dos  mil 
pesos  el  último  de  cada  mes:  que  esos  pagos 
parciales  los  empezará  a  verificar  el  último 
de  mayo  del  corriente  año,  hasta  la  comlple- 
ta  amortización  del  depósito”. 

RESULTA:  que  en  vista  de  tales  antece¬ 
dentes  se  ordenó  la  captura  del  prevenido, 
e  indagado,  manifestó:  que  con  Francisca 
Muñoz  cultivó,  por  espacio  de  dos  años,  re¬ 
laciones  amorosas :  que  recibió  de  dicha  se¬ 
ñora  en  calidad  de  depósito,  la  cantidad  que 
se  deja  dicha  y  se  comprometió  a  pagarla 
por  cantidades  parciales  de  dos  mil  pesos 
cada  mes,  a  partir  del  último  de  mayo  del 
año  anterior,  y  no  ha  cumplido  estas  obli¬ 
gaciones  porque  la  Muñoz  se  negó  a  darle 
recibo,  para  cuyo  efecto  recurrió  al  Juzgado 
Primero  de  Paz  a  verificar  dichos  depósitos 
en  unión  del  Licenciado  don  Guillermo 
Vides. 
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RESULTA :  que  el  experto  nombrado  al 
efecto,  dictaminó  que  la  cantidad  motivo  del 
delito  que  se  pesquisa  es  equivalente  a  la 
suma  de  doscientos  setenta  y  seis  quetzales. 
La  prisión  del  reo  se  formalizó  el  dos  de 
septiembre  del  año  pasado ;  obtuvo  excar¬ 
celación  bajo  fianza  el  cinco  del  mismo  mes, 
la  que  fué  cancelada  el  diez  y  seis  de  abril 
anterior. 

RESULTA :  que  el  Licenciado  Guillermo 
Vides  dice:  "que  como  apoderado  del  reo, 
le  consta  que  éste  consignó  cuatro  mil  pesos 
en  el  Juzgado  Primero  de  Paz  :  Tribunal  que 
informó  en  sentido  afirmativo,  pero  que 
fué  devuelta  la  consignación  a  Martínez  por 
no  haberse  obtenido  su  efecto. 

RESULTA :  que  elevada  la  causa  a  ple- 
nario,  se  formuló  al  reo  cargo  por  el  delito 
de  estafa:  no  se  conformó,  y  a  solicitud  del 
defensor  se  abrió  la  causa  a  prueba  por 
cuarenta  días.  Durante  ese  término  ninguna 
de  las  partes  rindió  alguna  y  cumplidas  las 
formalidades  de  ley  se  dictó  el  fallo  de  exa¬ 
men  del  cual  interpuso  casación  el  reo  con 
auxilio  del  Licenciado  Guillermo  Cabrera 
Martínez,  por  estimar  infringidos  los  artícu¬ 
los  1425,  1426,  1427  y  1947  del  Código  Civil, 
el  inciso  quinto  del  artículo  408  del  Código 
Penal  y  Decreto  de  Indulto  Número  963. 

CONSIDERANDO:  que  el  artículo  1947 
del  Código  Civil,  citado  por  el  recurrente, 
fué  infringido  porque,  en  el  presente  caso, 
no  puede  estimarse  la  existencia  del  contra¬ 
to  de  depósito :  ya  que,  para  tenerlo  como 
tal  fué  necesario  que  al  acto  de  efectuarse, 
precediera  el  cumplimiento  de  la  condición 
que  para  ello  la  ley  exige  terminantemente; 
es  decir,  la  entrega  efectiva  de  la  cosa  de¬ 
positada,  lo  que  no  sucedió  según  consta  del 
testimonio  de  la  escritura  en  que  se  fundó 
la  acción  promovida,  pues  la  cantidad  que 
se  dice  depositada,  ya  hacía  tiempo  que  es¬ 
taba  en  poder  del  sindicado  en  calidad  de 
préstamo,  máxime,  si  se  tiene  presente  la 
forma  de  pago  del  pretendido  depósito,  esti¬ 
pulada  por  los  contratantes.  Por  tales  mo¬ 
tivos  procede  casar  y  anular  el  fallo  recu¬ 
rrido  al  tenor  de  lo  que  dispone  el  artículo 
687  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  para  dictar  fallo 
condenatorio,  debe  existir  plena  prueba  de 
la  preexistencia  del  delito  y  de  la  delincuen¬ 
cia  del  sindicado,  que  no  existiendo  en  autos 
otra  prueba  que  la  prenotada  en  el  conside¬ 
rando  anterior,  es  el  caso  de  dictar  fallo  ab¬ 
solutorio  del  cargo,  artículos  568  y  729,  Pro¬ 
cedimientos  Penales. 


POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  el  mérito  que  los  autos  arrojan  y 
haciendo  aplicación  de  los  artículos  731, 
732,  741  del  Código  de  Procedimientos  Pe¬ 
nales,  casa  y  anula  la  sentencia  recurrida  y 
resolviendo:  absuelve  del  cargo  que  le  fué 
formulado  por  el  delito  de  estafa  al  encau¬ 
sado  Gustavo  Martínez. 

Notifíquese  y  devuélvase  con  certificación. 

José  A.  Medrano. — Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res. — José  Serrano  Muñoz. — Abel  Paredes. 
— J.  F.  Rodríguez. — C.  Girón  Z." 


CRIMINAL 

La  no  existencia  de  presunciones  da  lugar  al  recurso 
de  casación  aunque  el  fallo  condenatorio  de  Se¬ 
gunda  Instancia  esté  fundado  en  ellas. 


"Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
treinta  y  uno  de  mayo  de  mil  novecientos 
veintiocho. 

En  virtud  de  casación  se  trae  a  la  vista, 
con  sus  antecedentes,  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  24  de  Apelaciones,  el  diez  y  nue¬ 
ve  de  abril  del  año  en  curso,  en  la  cual,  ne¬ 
gando  su  aprobación  a  la  dictada  por  el  Juz¬ 
gado  4''  de  1»  Instancia  de  este  departamen¬ 
to,  declara:  que  Tiburcio  Fajardo  es  autor 
de  las  lesiones  que  sufrió  Tomás  Cordero, 
por  cuyo  delito  le  impone  la  pena  de  tres 
años  de  prisión  correccional,  conmutables 
en  sus  dos  terceras  partes  y  hace  las  consi¬ 
guientes  declaraciones  relacionadas  con  di¬ 
cha  pena. 

RESULTA  :  que  el  ocho  de  diciembre  pa¬ 
sado,  el  auxiliar  de  El  Carrizal,  dió  parte  al 
Alcalde  l'1  de  San  Pedro  Ayampuc,  que  al 
Regidor  Simón  Pérez,  que  celaba  el  orden 
en  aquella  aldea,  con  motivo  de  la  celebra¬ 
ción  de  la  Virgen  de  Concepción,  se  pre¬ 
sentó  Martina  Camey,  dándole  parte  que 
su  hijo  Tomás  Cordero  se  encontraba  he¬ 
rido,  como  a  una  cuadra  de  su  casa,  lo  que 
confirmó  dicho  Regidor  al  constituirse  en 
el  lugar  indicado,  como  a  las  tres  de  la  ma¬ 
ñana,  que  el  ofendido  en  ese  acto  manifes¬ 
tó  que  no  recordaba  quien  lo  hirió,  pero  la 
señora  Camey  manifestó  que  ella  presenció 
que  el  ofensor  de  su  hijo  fué  Tiburcio  Fa¬ 
jardo.  Con  ratificación  de  ese  parte  se  or¬ 
denó  la  pesquisa  respectiva. 
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RESULTA :  que  examinado  el  ofendido 
Tomás  Cordero,  manifiesta:  que  el  día  an¬ 
terior,  a  las  cuatro  de  la  tarde  se  encontra¬ 
ba  de  visita  en  su  casa,  de  Venancia  Camey 
de  Fajardo,  acompañado  de  su  hijo  Encar¬ 
nación  Fajardo  y  demás  familiares,  cuando 
llegaron  Pablo,  Martín  y  Jorge  Oliva,  y  por 
celebrarse  la  fiesta  de  Concepción  les  die¬ 
ron  unos  tragos,  los  que  causaron  en  el  de¬ 
clarante  la  pérdida  del  juicio,  por  lo  que 
no  recuerda  haber  encontrado  al  Alcalde 
que  lo  recogió  ni  sabe  quién,  ni  por  qué  mo¬ 
tivo  le  infirió  la  herida  que  presenta,  heri¬ 
da  que  el  Juez  instructor  da  fe  de  tener  a 
la  vista,  situada  sobre  el  dorso  de  la  mano 
derecha. 

RESULTA:  que  Martina  Camey,  expresa: 
que  dormía  en  su  casa,  como  a  las  tres  de  la 
mañana,  cuando  oyó  que  venía  su  hijo  To¬ 
más  Cordero  hablando  con  Tiburcio  Fajar¬ 
do  y  según  las  razones  era  en  desagrado, 
como  con  objeto  de  pelear;  preocupada  por 
ello  y  tratándose  de  su  hijo,  se  levantó  pron¬ 
to  y  siguió  tras  ellos  con  el  objeto  de  me¬ 
diar;  pero  desgraciadamente  como  a  una 
cuadra  de  su  casa,  vió  que  Fajardo  le  des¬ 
cargó  un  machetazo  a  su  hijo  poniéndose 
en  fuga  inmediatamente :  que  ninguno  pre¬ 
senció  el  hecho.  Fueron  elevadas  las  prime¬ 
ras  diligencias  al  Juzgado  49  de  D  Instan¬ 
cia,  el  catorce  de  diciembre,  donde  prosi¬ 
guieron  su  curso  y  fueron  examinados :  En¬ 
carnación  Fajardo,  hermano  del  sindicado, 
dice  :  que  nada  le  consta  del  hecho,  expresa 
que  sí  estuvieron  en  su  casa,  Cordero  y  los 
tres  hermanos  Oliva,  menos  su  hermano  To¬ 
más.  Pablo,  Jorge  y  Martín  Oliva,  como  el 
anterior,  manifiestan  no  constarles  nada  re¬ 
lativo  al  delito  de  pesquisa ;  pero  que  sí  es¬ 
tuvieron  en  casa  de  Encarnación  Fajardo, 
donde  tomaron  unos  tragos  y  que  allí  tam¬ 
bién  tuvieron  oportunidad  de  ver  a  Tomás 
Cordero  y  Tiburcio  Fajardo. 

RESULTA:  que  el  veinticinco  de  enero 
anterior,  el  Alcalde  de  San  Pedro  Ayampuc 
puso  a  disposición  del  Juez  4"  de  1»  Instan¬ 
cia  al  reo  Tiburcio  Fajardo,  e  indagado,  ne¬ 
gó  en  todas  sus  partes  ser  autor  de  las  lesio¬ 
nes  que  sufrió  Tomás  Cordero,  a  quien  lo 
unen  relaciones  de  parentesco,  por  ser  su 
sobrino,  y  hará  dos  o  tres  meses  que  lo  vió 
por  última  vez ;  que  la  noche  del  siete  de  di¬ 
ciembre,  fecha  en  que  se  cometió  el  delito, 
se  encontraba  en  sus  milpas  en  el  lugar  lla¬ 
mado  El  Colochito,  como  a  media  legua  del 
Carrizal,  asociado  de  Antonio  Beltrán  y  Juan 
Paredes,  y  nada  de  particular  le  ocurrió. 


RESULTA:  que  el  informe  médico  de  la 
lesión  sufrida  por  el  ofendido,  establece: 
que  Tomás  Cordero  ingresó  al  Hospital  Ge¬ 
neral,  el  ocho  de  diciembre  del  año  pasado, 
con  una  herida  al  nivel  de  la  articulación 
del  puño  derecho,  que  se  extiende  transver¬ 
salmente  desde  el  dorso  hasta  la  región  pal¬ 
mar,  pasando  por  el  borde  cubital1  de  la  arti¬ 
culación.  Interesó  la  piel,  tejido  celular  sub¬ 
cutáneo,  tendones  de  los  dedos  anular  y  me¬ 
ñique,  ligamentos  internos  de  la  articula¬ 
ción  y  tiene  una  circunferencia  de  seis  cen¬ 
tímetros.  Curará  en  sesenta  días,  le  que¬ 
dará  cicatriz  visible  e  impedimento  para  los 
movimientos  de  flexión  y  extensión  de  la 
mano  con  el  antebrazo. 

RESULTA:  que  elevada  la  causa  a  plena- 
rio,  se  formuló,  al  reo,  cargo  por  el  delito  de 
lesiones,  y  no  se  conformó.  A  solicitud  de 
su  defensor,  el  Licenciado  Manuel  Franco, 
se  abrió  la  causa  a  prueba  por  quince  días, 
y  durante  él  fueron  examinados  Antonio 
Beltrán  y  Juan  Paredes,  quienes  de  común 
acuerdo  declaran  :  que  es  cierto  que  la  no¬ 
che  del  día  siete  de  diciembre  pasado  se 
encontraban  en  el  lugar  El  Colochito,  tra¬ 
bajando,  en  unión  de  Tiburcio  Fajardo,  y  en 
terreno  de  la  propiedad  de  éste :  que  esa  no¬ 
che  los  tres  durmieron  en  el  mismo  lugar,  al 
campo  raso,  y  que  nada  de  extraño  les  pasó. 
También  en  el  término  probatorio  el  de¬ 
fensor  propuso  el  examen  de  los  testigos  Ju¬ 
lio  Monzón,  José  María  Morales  y  Norber- 
to  o  Alberto  Flores,  para  probar  que  el  reo 
es  hombre  honrado,  trabajador,  de  buenas 
costumbres,  pacífico  y  enemigo  de  penden¬ 
cias  y  dificultades  con  los  demás  y  pobre  de 
solemnidad.  El  primero  no  fué  examinado, 
pero  sí  los  dos  últimos  que  declaran  de  con¬ 
formidad  con  las  pretensiones  del  proponen¬ 
te.  A  solicitud  del  defensor  se  dió  por  con¬ 
cluido  el  término  probatorio,  evacuada  la 
defensa  y  llamados  autos,  el  Juez  de  1*  Ins¬ 
tancia,  por  falta  de  prueba,  absolvió  del 
cargo  al  reo. 

RESULTA :  que  elevada,  en  consulta,  la 
sentencia  indicada,  a  la  Sala  2,f  de  Apelacio¬ 
nes,  dicho  tribunal,  negándole  su  aproba¬ 
ción  dictó  el  fallo  que  se  examina  y  del  cual 
se  conoce  por  recurso  de  casación  interpues¬ 
to  por  el  Procurador  de  dicha  Sala,  Licen¬ 
ciado  Héctor  Villagrán,  por  estimiar  viola¬ 
dos  los  artículos  568,  595,  596  y  597  del  Có¬ 
digo  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO  :  que  si  bien  el  tribu¬ 
nal  ha  aceptado  como  principio  general  que 
la  apreciación  de  la  prueba  de  presunciones 
la  ley  la  deja  al  criterio  de  los  Jueces,  quie- 
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nes  deben  inspirarse  en  la  naturaleza  de  los 
hechos  y  enlace  natural,  más  o  menos  ne- 
cesarios  que  debe  existir  entre  la  verdad  co¬ 
nocida  y  la  que  se  busca;  teniendo  muy  pre¬ 
sentes,  las  circunstancias  que  concurran  y 
tiendan  a  fortalecer  entre  ellos,  la  relación 
directa  de  causa  y  efecto ;  en  el  caso  con¬ 
creto  que  se  examina,  esas  circunstancias 
características  de  tal  prueba  no  existen,  pues 
la  única  sindicación  acerca  de  la  culpabili¬ 
dad  del  procesado  es  la  que  le  hace  la  ma¬ 
dre  del  ofendido,  sin  que  ninguna  otra  in¬ 
cidencia  tienda  a  corroborarla  con  el  enla¬ 
ce,  concordancia,  gravedad  y  precisión  que 
la  ley  requiere  como  condición  necesaria; 
pues  ni  aun  el  propio  ofendido  hace  sindi¬ 
cación  alguna  acerca  del  autor  de  su  ofensa 
y  los  hechos  sobre  que  declaran  los  demás 
testigos  de  la  causa,  no  tienen  relación  ni 
tienden  a  confirmar  lo  aseverado,  en  su 
declaración,  por  la  madre  del  ofendido.  Que 
con  el  fundamento  de  tales  apreciaciones, 
el  Tribunal,  estima  violados  los  artículos 
568,  595,  596  y  597,  Procedimientos  Penales, 
que  se  invocan  infringidos;  y  por  lo  tanto, 
procede  casar  y  anular  el  fallo  recurrido. 

CONSIDERANDO:  que  para  dictar  fallo 
condenatorio  debe  existir  prueba  plena  de 
la  delincuencia  del  sindicado :  que  en  el  ca¬ 
so  sub-jadice,  según  consta  de  lo  actuado, 
la  sindicación  que  aparece  contra  el  preve¬ 
nido  Tiburcio  Fajardo,  no  es  suficiente  pa¬ 
ra  convencer  el  criterio  judicial  de  su  cul¬ 
pabilidad,  ni  hay  motivos  fundados  para 
esperar  que  pueda  mejorarse  la  prueba  que 
hasta  hoy  existe,  por  lo  que  la  absolución 
debe  extenderse  al  cargo.  Artículos  568  y 
731,  Código  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  en  uso  de  la  facultad  que  le  confiere 
el  artículo  687,  Procedimientos  Penales,  y 
haciendo  aplicación  del  artículo  731  del  mis¬ 
mo  Código,  casa  y  anula  la  sentencia  recu¬ 
rrida  y  fallando  en  lo  principal,  absuelve  del 
cargo  al  reo  Tiburcio  Fajardo. 

Notifíquese  y  devuélvanse  los  autos  como 
corresponde. 

José  A.  Medrano. — Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res. — José  Serrano  Muñoz. — Abel  Paredes. 
— J.  F.  Rodríguez. — C.  Girón  Z." 


CRIMINAL 

En  los  delitos  cuya  pena  queda  extinguida  en  virtud 
de  indulto,  debe  sobreseerse  la  causa  aun  cuando 
haya  parte  acusadora. 


“Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintiocho  de  mayo  de  mil  novecientos  vein¬ 
tiocho. 

Visto  en  consulta,  y  con  sus  antecedentes, 
el  auto  fecha  veintiséis  de  abril  del  corrien¬ 
te  año,  en  que  la  Sala  3»  de  Apelaciones 
manda  que  se  sobresea  definitivamente  en 
las  diligencias  de  que  en  seguid^  se  hace 
mérito. 

RESULTA :  que  la  Comisión  Permanente 
de  la  Asamblea  Legislativa  resolvió,  el  ocho 
de  septiembre  de  mil  novecientos  veintiséis, 
declarando  haber  lugar  a  formación  de  cau¬ 
sa  contra  el  Licenciado  don  Fernando  D. 
Ramírez,  Magistrado  Suplente  de  la  Sala 
4"  de  Apelaciones,  por  los  hechos  de  que  lo 
acusa  don  Manuel  Napoleón  Castillo.  Estos 
hechos  constan :  l9,  en  injurias  de  palabras 
y  calumnias  contra  la  esposa  del  querellan¬ 
te,  doña  Adela  C.  de  Castillo;  y,  2»,  en  in¬ 
jurias  por  escrito  contenidas  en  un  alegato 
presentado  en  la  causa  instruida  contra  el 
menor  Horacio  Castillo  Contreras,  por  agre¬ 
sión.  La  subcomisión,  en  su  pedimento, 
dice:  que  mandó  a  oír  al  señor  Ramírez, 
quien  al  evacuar  su  informe  se  limita  a  res¬ 
producir  las  injurias  y  calumnias  de  que  se 
le  acusa. 

RESULTA  :  que  la  Sala  3®  de  Apelaciones, 
a  quien  por  suerte  correspondió  conocer  de 
esta  acusación,  en  auto  fecha  nueve  de  no¬ 
viembre  de  mil  novecientos  veintiséis,  re¬ 
solvió  que  el  querellante  debía  presentar, 
para  proceder,  licencia  del  Juez,  de  la  causa 
en  que  las  injurias  por  escrito  fueron  ver¬ 
tidas,  lo  cual  no  pudo  hacerse  porque  el 
Juez  y  la  Sala  denegaron  la  licencia,  decla¬ 
rando  que  bastaba  para  satisfacción  del  in¬ 
teresado  que  se  testaran  las  palabras  in¬ 
juriosas. 

RESULTA :  que  la  Sala,  fundándose  en 
que,  en  caso  de  haberse  establecido  en  la 
forma  legal  el  delito  de  injurias  o  los  de 
calumnia,  la  pena  que  correspondería  impo¬ 
ner  no  pasaría  de  un  año  de  arresto  mayor, 
y  en  que  esos  hechos  fueron  cometidos  an¬ 
tes  del  quince  de  septiembre  de  mil  nove¬ 
cientos  veintiséis,  dictó  el  auto  de  sobresei¬ 
miento  que  se  examina,  porque  el  sindicado 
tiene  a  su  favor  los  decretos  de  indulto  nú¬ 
meros  926  y  963. 
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CONSIDERANDO:  que  el  auto  que  se 
examina  se  encuentra  arreglado  a  lo  que 
dispone  la  ley,  un^  vez  que  no  siendo  de 
prisión  correccional  sino  de  arresto  mayor, 
la  pena  que  en  caso  de  condena  debería  im¬ 
ponerse  al  acusado,  su  responsabilidad  ha 
quedado  totalmente  extinguida  en  virtud  de 
los  indultos  decretados  por  el  Ejecutivo,  y 
que  fueron  debidamente  aprobados  por  la 
Asamblea  Legislativa. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  conociendo  como  Tribunal  de  segun¬ 
da  Instancia,  con  apoyo  en  lo  dispuesto  en 
los  artículos  26,  inciso  segundo  de  la  Ley 
Orgánica  de  Tribunales,  105,  Código  Penal. 
511,  512,  513  y  515  del  de  Procedimientos 
Penales,  da  su  aprobación  al  auto  con¬ 
sultado. 

Notifíquese  y  devuélvase  la  causa  con 
certificación  al  Tribual  de  su  procedencia. 

Medrana. — Flores  y  Flores. — Serrano  Mu¬ 
ñoz. —  Paredes. —  Rodríguez. —  C.  Girón  Z." 


CIVIL  - 

Los  Jueces  de  I9  Instancia  pueden  conocer  en  los 
juicios  ejecutivos  por  cantidades  menores  de  dos¬ 
cientos  quetzales. 


"Sala  V  de  Apelaciones:  Guatemala,  vein¬ 
te  de  abril  de  mil  novecientos  veintiocho. 

Por  haber  sido  declarada  apelable  se  exa¬ 
mina  la  providencia  que  dictó  el  Juez  l9  de¬ 
partamental  el  veinte  de  marzo  último,  en  la 
ejecución  iniciada  por  doña  Rosario  Her¬ 
nández,  en  contra  de  doña  Adelina  Ordóñez 
de  Castellanos  y,  en  la  que  sin  resolver  en 
el  juicio  ejecutivo  iniciado  ordena  a  la  eje¬ 
cutante  que  se  presente  al  Tribunal  que  co¬ 
rresponde,  fundado  en  los  artículos  260,  De¬ 
creto  Número  273,  y  14  P.  C.;  y, 

CONSIDERANDO:  que  el  artículo  260 
del  Decreto  Número  273,  invocado  por  el 
Juez  a  quo  fija  la  competencia  para  que  l'os 
jueces  menores  puedan  conocer  de  las  de¬ 
mandas  ordinarias  que  no  lleguen  a  dos¬ 
cientos  quetzales,  pero  no  prohíbe  a  los  Jue¬ 
ces  de  primer  grado  que  puedan  conocer  en 
las  ejecuciones  por  cantidades  menores 
de  esa  suma,  porque  de  lo  contrario,  tal  dis¬ 
posición  estaría  en  pugna  con  lo  estatuido 
en  los  artículos  1424  y  1425  C.  C.,  196,  197 
P.  C.,  y  54,  Decreto  Número  273,  y  sería 
perjudicial  para  las  partes  que  amparadas  en 
la  ley  substantiva,  celebraran  contratos  que 


después  no  podrían  hacer  efectivos  ante 
los  Jueces  de  1*  Instancia,  por  que  la 
ley  ordena  que  sólo  en  la  vía  ordinaria 
conozcan  los  Jueces  de  Paz  de  las  de¬ 
mandas  de  su  competencia.  Que  además, 
tratándose  de  un  juicio  ejecutivo  el  Juez 
es  reputado  como  un  mero  ejecutor  que  va 
a  hacer  efectivo  lo  pactado  por  las  partes, 
cosa  que  sólo  pueden  hacer  los  Jueces  de  1* 
Instancia,  aun  en  el  caso  de  que  la  cantidad 
no  llegue  a  doscientos  quetzales.  Que  en 
consecuencia  de  lo  expuesto,  la  providencia 
que  se  examina  desnaturaliza  la  acción  in¬ 
tentada. 

POR  TANTO  :  esta  Sala,  con  apoyo  en  las 
leyes  que  deja  citadas  y  en  el  artículo  1827 
P.  C.,  revoca  la  providencia  de  mérito  y  re¬ 
comienda  al  Juez  a  quo  que  resuelva  dere¬ 
chamente  la  demanda  intentada. 

Notifíquese  y  devuélvanse  los  autos. 

Castellanos  R.,  Menéndez  B.,  Aguirre,  C. 
Girón  Z.” 


DECRETO  NUMERO  1539 

La  Asamblea  Legislativa  de  la 
República  de  Guatemala 
DECRETA: 

La  siguiente 

LEY  DE  AMPARO 

CAPITULO  I 
Objeto  de  la  Ley 

Artículo  l9 — Toda  persona  tiene  derecho: 

l9 — Para  interponer  el  recurso  de  amparo : 

a)  A  efecto  de  que  se  le  mantenga  o  res¬ 
tituya  en  el  goce  de  los  derechos  y  garan¬ 
tías  que  la  Constitución  establece ; 

b)  A  efecto  de  que,  en  casos  concretos, 
se  declare  que  una  ley,  un  reglamento  o  una 
disposición  de  la  autoridad,  no  le  es  apli¬ 
cable. 

29 — Para  interponer  el  recurso  de  exhibi¬ 
ción  personal  o  de  habeos  Corpus: 

a)  Cuando  se  encuentre  ilegalmente  pre¬ 
sa,  detenida  o  cohibida  de  cualquier  modo 
en  el  goce  de  su  libertad  individual; 

b)  Cuando  en  su  prisión  legal  se  apli¬ 
quen  al  detenido  o  preso,  tormentos,  tortu¬ 
ras,  exacciones  ilegales,  vejámenes  y  toda 
coacción,  restricción  o  molestia,  innecesa¬ 
rias  para  su  seguridad  o  para  el  orden  de 
la  prisión. 
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CAPITULO  II 
Competencia 

Artículo  2" — Corresponde  al  Tribunal  Ex¬ 
traordinario  de  Amparo  conocer  de  los  re¬ 
cursos  que  se  entablen  contra  los  actos  o 
proCedümientos  de  la  Corte  Snprema  de 
Justicia  o  de  cualquiera  de  sus  miembros. 
Dicho  Tribunal  será  integrado  por  el  Pre¬ 
sidente  de  la  Sala  1*  de  la  Corte  de  Ape¬ 
laciones  y,  en  su  defecto,  por  el  de  las  otras 
dos,  en  orden  numérico,  y  seis  Vocales  de 
las  propias  Salas,  que  serán  designados  por 
la  suerte  entre  los  propietarios  y  suplentes 
de  las  mismas;  sorteo  que  practicará  la  Sa¬ 
la  a  que  pertenezca  el  Presidente  que  se 
designe. 

Artículo  3? — La  Corte  Suprema  de  Justi¬ 
cia  conocerá  de  los  recursos  que  se  enta¬ 
blen  contra  los  actos  o  procedimientos : 

1" — Del  Presidente  de  la  República  y  Se¬ 
cretarios  de  Estado; 

2'1 — De  las  Salas  de  la  Corte  de  Apela¬ 
ciones,  Cortes  Marciales  y  de  cualesquiera 
de  sus  miembros  y  Tribunal  Superior  de 
Cuentas. 

Artículo  4° — Las  Salas  de  la  Corte  de 
Apelaciones  conocerán,  en  sus  respectivas 
jurisdicciones,  de  los  recursos  que  se  enta¬ 
blen  contra  los  actos  o  procedimientos : 

1" — De  los  Directores  Generales; 

29 — De  los  funcionarios  judiciales  de 
cualquier  fuero  que  conozcan  en  Primera 
Instancia ; 

3" — De  los  Jefes  Políticos  y  Comandantes 
de  Armas. 

Artículo  59 — Los  Jueces  de  Primera  Ins¬ 
tancia,  del  fuero  común,  en  sus  respectivas 
jurisdicciones!,  conocerán  de  los  recursos 
que  se  entablen  contra  los  actos  o  procedi¬ 
mientos  : 

l9 — De  los  Administradores  de  Rentas; 

2I> — De  los  Jueces  de  Paz,  Jueces  Muni¬ 
cipales  y  demás  autoridades  y  empleados 
que  le  estén  subordinados ; 

3? — De  los  Comisarios  departamentales 
y  demás  empleados  de  la  Policía  Nacional 
y  Comandantes  Locales; 

4" — De  los  Alcaldes  Municipales  y  demás 
funcionarios,  autoridades  y  empleados  no 
comprendidos  en  los  artículos  que  pre¬ 
ceden. 

Artículo  — Cuando  en  un  departamento 
hubiere  más  de  un  Juez  de  Primera  Ins¬ 
tancia,  el  que  conozca  a  prevención,  será 
competente  para  la  substanciación  total 
del  recurso. 

Artículo  7° — No  obstante  las  reglas  esta¬ 
blecidas  sobre  competencia,  el  recurso  de 
exhibición  personal  puede  iniciarse  ante 


cualquier  Tribunal  de  los  mencionados  en 
este  Capitulo,  quien  tendrá  facultad  para 
dictar,  a  prevención,  las  providencias  ur¬ 
gentes  que  el  caso  requiera,  pasando  sin  de¬ 
mora  el  conocimiento  del  asunto,  con  in¬ 
forme  de  lo  actuado,  al  Juzgado  o  Tribunal 
competente. 

CAPITULO  III 
Recurso  de  amparo 

Artículo  8" — El  recurso  de  amparo  ten¬ 
drá  lugar  en  los  casos  comprendidos  en  el 
inciso  1"  del  artículo  1*  de  esta  Ley. 

El  recurso  de  amparo  debe  interponerse 
por  escrito,  expresando: 

a )  Designación  de  la  autoridad  a  quien 
se  dirige ; 

b)  El  nombre  del  recurrente,  su  edad,  es¬ 
tado  civil,  profesión  y  domicilio ; 

c)  Relación  sucinta  de  los  hechos  en 
que  se  funde  el  recurso ; 

d)  La  garantía  constitucional  que  se  es¬ 
time  violada,  o  en  su  caso,  la  ley,  reglamen¬ 
to  o  disposición  de  la  autoridad,  contra  cu¬ 
ya  aplicación  se  reclame ; 

e)  La  autoridad,  funcionario  o  empleado 
contra  quien  se  recurre. 

Artículo  9’ — Los  Jueces  y  Tribunales  es¬ 
tán  obligados  a  resolver  los  recursos  de  am¬ 
paro  en  la  misma  audiencia  que  les  fue¬ 
ren  presentados,  mandando  pedir  los  ante¬ 
cedentes,  o  en  su  defecto,  informe  circuns¬ 
tanciado  a  la  autoridad,  funcionario  o  em¬ 
pleado  contra  el  cual  se  haya  entablado  el 
recurso,  quienes  deberán  cumplir  remitien¬ 
do  los  antecedentes  o  informando  en  re¬ 
torno,  dentro  del  perentorio  término  de  24 
horas,  salvo  el  de  la  distancia,  que  se  com¬ 
putará  a  razón  de  un  día  por  cada  veinte 
kilómetros. 

Si  dentro  del  indicado  término  no  se  hu 
biesen  enviado  los  antecedentes  o  el  infor¬ 
me.  el  Tribunal  o  Juzgado  que  conozca  del 
recurso,  deberá  acordar  el  amparo  provi¬ 
sional  del  recurrente,  hasta  la  recepción  de 
los  antecedentes  o  informe. 

Artículo  10. — Recibidos  los  antecedentes 
o  el  informe  en  su  caso,  se  dará  vista  de 
ellos,  tanto  al  recurrente,  como  al  Ministe¬ 
rio  Público,  quienes  podrán  alegar  dentro 
del  término  de  24  horas.  Vencido  dicho  tér¬ 
mino,  hayan  o  no  alegado  las  partes,  el  Juz¬ 
gado  o  Tribunal  estará  obligado  a  resolver 
de  plano,  o  si  hubiere  hechos  que  estable¬ 
cer,  abrirá  a  prueba  el  negocio,  por  el  im¬ 
prorrogable  término  de  ocho  días.  El  Tri¬ 
bunal  que  conozca  de  ello,  podrá  mandar, 
de  oficio,  que  se  practiquen  las  pruebas  que 
juzgue  necesarias  dentro  del  expresado 
término. 
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Concluido  el  término  probatorio,  el  Juez 
o  Tribunal  dictará  providencia  disponien¬ 
do  que  se  dé  vista  al  recurrente  y  al  Minis¬ 
terio  Público  para  resolver  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  que  sigan  a  la  conclusión 
del  término  probatorio. 

Artículo  11. — De  las  resoluciones  que  se 
dicten  no  cabe  más  recurso  que  el  de  res¬ 
ponsabilidad,  y  se  ejecutarán  desde  luego, 
pudiendo  comisionarse,  para  este  efecto,  a 
cualquiera  autoridad  o  ciudadano  de  noto¬ 
ria  honradez  e  ilustración  que  actuará  en 
concepto  de  Juez  ejecutor. 

Para  mayor  eficacia  en  el  cumplimiento 
de  lo  resuelto,  el  Tribunal  o  Juez  ejecutor, 
en  su  caso,  podrá  requerir  el  auxilio  de  la 
fuerza  pública  o  el  de  los  ciudadanos,  quie¬ 
nes  están  obligados  a  prestarlo,  bajo  la  san¬ 
ción  que  marca  el  Código  Penal,  si  se  tra¬ 
tare  de  la  primera,  o  de  multa  de  10  a  50 
quetzales,  sí  se  tratare  de  los  últimos. 

Artículo  12. — Los  Jueces  y  Tribunales 
que  conozcan  del  recurso  de  amparo  tie¬ 
nen  facultad  para  acordar,  en  cualquier  es¬ 
tado  del  negocio,  antes  de  la  resolución  de¬ 
finitiva,  la  suspensión  provisional  del  acto 
o  procedimiento  que  haya  motivado  el  re¬ 
curso,  siempre  que  concurra  cualquiera  de 
las  circunstancias  siguientes : 

a)  Cuando  de  la  consumación  del  acto  o 
continuación  del  procedimiento  resultare  un 
daño  irreparable; 

b)  Cuando  la  autoridad,  funcionario  o 
empleado  contra  quienes  se  haya  inter¬ 
puesto  el  recurso,  estén  procediendo  con 
notoria  ilegalidad,  o  falta  de  jurisdicción 
o  competencia. 

Artículo  13. — Si  la  autoridad,  funcionario 
o  empleado  a  quien  se  haya  notificado  la 
suspensión,  consumare  el  acto  o  continuare 
el  procedimiento  que  motivó  el  recurso,  se 
ordenará  su  encausamiento,  librándose  pa¬ 
ra  el  efecto,  certificación  de  'lo  conducente 
y  procediéndose  en  lo  demás,  de  conformi¬ 
dad  con  la  ley. 

Artículo  14. — Toda  autoridad,  funciona¬ 
rio  o  empleado  público  tiene  obligación  de 
dar  a  las  partes,  sin  demora,  certificación 
de  los  documentos  que  pidiere  para  presen¬ 
tarlos  como  prueba  en  el  recurso  de  am- 
paro- 

Las  autoridades,  funcionarios  o  emplea¬ 
dos  públicos  que  se  negaren  a  expedir  las 
certificaciones  indicadas,  serán  sometidos 
a  procedimiento  criminal  y  castigados  de 
conformidad  con  el  Código  Penal. 


CAPITULO  IV 

Recurso  de  exhibición  personal 

Artículo  15. — El  recurso  de  exhibición 
personal  o  de  babeas  Corpus,  puede  inter¬ 
ponerse  por  escrito,  por  telégrafo  o  verbal¬ 
mente,  por  el  agraviado  o  por  cualquiera 
otra  persona,  sin  necesidad  de  poder.  Las 
autoridades  competentes  están  obligadas  a 
iniciar  o  promover  de  oficio  el  procedimien¬ 
to  que  esta  Ley  autoriza  cuando,  por  cual¬ 
quier  medio  tuviere  conocimiento  de  en¬ 
contrarse  una  persona  ilegalmente  presa  o 
cohibida  en  cualquier  forma  en  el  goce  de 
su  libertad  individual;  o  en  los  casos  seña¬ 
lados  en  el  inciso  b)  de  la  fracción  2*  del 
artículo  1’  de  esta  Ley. 

Artículo  16. — Cuando  el  Alcaide  o  Jefe 
del  establecimiento,  o  los  subalternos  o  eje¬ 
cutores,  del  lugar  donde  una  persona  es¬ 
tuviere  detenida  o  presa,  tuvieren  conoci¬ 
miento  de  un  hecho  que  dé  lugar  a  la  exhi¬ 
bición  personal,  lo  denunciarán  inmediata¬ 
mente  a  cualquiera  autoridad  que  pueda 
conocer  en  el  recurso  de  exhibición  perso¬ 
nal,  bajo  pena  de  10  a  100  quetzales  de 
multa,  sin  perjuicio  de  las  demás  sancio¬ 
nes  legales. 

La  autoridad  competente,  en  cuyo  cono¬ 
cimiento  se  pusieren  los  hechos  a  que  se 
contrae  el  presente  artículo,  instruirá  el 
proceso  correspondiente,  si  hubiere  mérito, 
constituyéndose  sin  demora  en  el  lugar  en 
que  estuviere  el  agraviado ;  y  si  el  ofendido 
residiere  fuera  del  perímetro  o  municipio 
en  que  el  Tribunal  conozca  de  la  queja,  se 
nombrará  un  Juez  ejecutor  que  procederá 
conforme  al  artículo  20  de  esta  Ley. 

En  caso  de  no  proceder  como  se  ordena 
en  el  párrafo  anterior,  la  autoridad  o  fun¬ 
cionario  que  conozca  de  los  hechos  relacio¬ 
nados,  será  castigado  conforme  lo  establece 
el  Código  Penal. 

Artículo  17. — La  solicitud  del  recurso  de 
exhibición  personal  deberá  contener: 

1" — Autoridad  a  quien  se  dirija; 

2'> — El  nombre  del  agraviado; 

3? — Explicación  de  los  hechos  en  que  se 
funde  el  recurso ; 

4° — Lugar  en  que  se  encuentre  preso  o 
detenido,  si  lo  supiere; 

5- — Autoridad,  funcionario,  empleado  o 
persona  a  quien  se  considere  culpable ; 

6" — Firma  del  solicitante  e  indicación  del 
domicilio  de  éste,  y  de  la  persona  que  fir¬ 
mare  a  su  ruego,  en  caso  de  que  no  sepa 
o  no  pueda  hacerlo  por  sí. 
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Cuando  se  ignore  el  nombre  del  ofendi¬ 
do  o  de  la  autoridad  o  persona  contra  la 
cual  proceda  o  las  dos  cosas  a  la  vez,  bas¬ 
ta  designar  el  lugar  en  que  se  encuentre  el 
agraviado. 

Artículo  18. — Inmediatamente  que  se  re¬ 
ciba  la  solicitud  o  se  tenga  conocimiento  de 
un  hecho  que  dé  lugar  a  la  exhibición,  el 
Tribunal,  en  nombre  de  la  República  de 
Guatemala,  y  en  el  mismo  día,  señalará  ho¬ 
ra  para  que  sea  presentado  el  ofendido  por 
la  autoridad,  funcionario,  empleado  o  per¬ 
sona  que  la  hubiere  motivado,  quien  debe¬ 
rá  acompañar  el1  proceso  si  se  le  pidiere, 
sus  antecedentes  y  rendir  informe  en  todo 
caso  detallado,  sobre  los  hechos  que  deter¬ 
mine  el  Tribunal  pero  siempre  dicho  infor¬ 
me  contendrá: 

a)  Quién  ordenó  el  arresto  o  vejación  y 
quién  lo  ejecutó,  indicando  la  fecha  y  cir¬ 
cunstancias  del  hecho ; 

b)  Si  el  detenido  ha  estado  bajo  la  in¬ 
mediata  custodia  del  informante  o  si  la 
ha  transferido  a  otro,  en  cuyo  caso  expre¬ 
sará  el  nombre  de  éste,  así  como  el  lugar, 
tiempo  y  motivo  de  la  transferencia; 

c)  Debe  acompañarse  la  orden  motivo  de 
la  detención. 

Nunca  podrá  exceder  de  24  horas  el  tér¬ 
mino  dentro  del  cual  debe  hacerse  la  pre¬ 
sentación  del  agraviado. 

Artículo  19. — Cuando  el  detenido  esté 
fuera  del  municipio  donde  resida  el  Juez 
o  Tribunal  que  conoce  del  recurro,  el  auto 
de  exhibición  podrá  ejecutarse  por  cual¬ 
quiera  autoridad  o  un  ciudadano  de  notoria 
honradez  e  ilustración,  residente  en  el  lu¬ 
gar  en  que  se  encuentre  el  ofendido  u  otro 
inmediato.  En  este  caso  se  entregarán  al 
ejecutor  las  diligencias  conducentes  y  éste 
procederá  inmediatamente  a  cumplirlo ;  al 
efecto  se  trasladará  al  lugar  en  que  se  en¬ 
cuentre  aquel  a  cuyas  órdenes  se  hallare  el 
detenido  notificándole  el  auto,  exigirá  que 
se  le  presente  el  agraviado,  antecedentes  e 
informe,  haciendo  cesar,  en  caso  dado,  fas 
restricciones  o  vejaciones  a  que  estuviere 
sometido  e  informando  en  seguida  del  re¬ 
sultado  de  su  comisión. 

Articulo  20. — Transcurrido  el  término  fi¬ 
jado  para  la  exhibición  de  la  persona  y  re¬ 
torno  del  auto,  si  no  hubiere  cumplido  la 


autoridad  o  funcionario  a  quien  se  intimó, 
el  Tribunal  dictará  contra  el  remiso  orden 
de  captura  y  lo  someterá  a  encausamiento, 
ordenando  al  mismo  tiempo  la  libertad  del 
preso,  si  procediere  conforme  a  la  ley. 

En  este  caso  deberá  hacerse  constar  la 
desobediencia  del  remiso  y  el  ejecutor  dará 
aviso  por  telégrafo  o  por  teléfono  si  fuere 
necesario. 

Artículo  21. — Hay  obligación  de  presen¬ 
tar  a  la  persona  aún  cuando  se  halle  presa 
en  virtud  de  orden  de  autoridad  judicial 
competente,  a  consecuencia  de  un  proce¬ 
dimiento  en  forma  y  en  tal  caso  se  hará 
el  retorno  remitiendo  los  autos. 

Artículo  22. — Si  del  estudio  del  informe  y 
antecedentes  resultare  que  es  ilegal  la  de¬ 
tención  o  prisión  se  ordenará  la  libertad 
del  agraviado ;  pero  si  resultare  que  éste 
se  encuentra  en  alguno  de  los  casos  espe¬ 
cificados  en  la  segunda  parte  del  artículo 
32  de  la  Constitución  se  ordenará  la  cesa¬ 
ción  de  los  hechos  comprobados  y  se  proce¬ 
derá  de  conformidad  con  la  ley  contra  los 
responsables  de  la  transgresión. 

Si  el  motivo  del  recurso  fuere  por  ins¬ 
cripciones  indebidas  u  otros  actos  militares 
ilegales,  el  Tribunal  ordenará  la  cancelación 
o  la  cesación  de  ellos. 

Artículo  23. — El  cargo  de  ejecutor  será 
gratuito  y  ningún  ciudadano  podrá  negarse 
a  desempofiailo,  salvo  por  motivo  de  en¬ 
fermedad,  bajo  la  pena  de  10  a  50  quetza¬ 
les  de  multa  o  de  ser  juzgado  por  desobe¬ 
diencia. 

Artículo  24. — Mientras  se  practican  las 
diligencias  de  exhibición,  el  ejecutor  debe¬ 
rá  tomar,  dentro  de  la  ley,  las  medidas  de 
seguridad  que  fueren  necesarias  contra  el 
detenido  para  evitar  su  evasión. 

Artículo  25. — Los  tribunales  y  el  ejecutor, 
en  su  caso,  podrá  pedir  el  auxilio  de  la  fuer¬ 
za  pública  para  el  cumplimiento  de  sus 
resoluciones;  y  el  Ejecutivo  lo  hará  inme¬ 
diatamente,  bajo  la  responsabilidad  que 
prescribe  el  Código  Penal. 

Artículo  26. — Los  mensajes  telegráficos  y 
postales  relativos  al  recurso  de  exhibición 
personal  deberán  transmitirse  gratuita  y  ur¬ 
gentemente,  dándose  constancia  de  la  hora 
del  depósito. 
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Los  jefes  de  las  oficinas  respectivas  se¬ 
rán  responsables  por  la  falta  de  cumpli¬ 
miento  de  esta  disposición  bajo  la  pena  de 
10  a  50  quetzales  de  multa. 

CAPITULO  V 

Improcedencia  del  recurso  de  amparo 

Artículo  27. — No  procede  el  recurso  de 
amparo : 

a)  En  asuntos  judiciales  del  orden  civil  y 
criminal,  con  respecto  a  las  partes  que  in¬ 
tervengan  o  hubieren  intervenido  en  ellos 
y  con  relación  a  terceros  que  tuvieren  expe¬ 
ditos  recursos  o  acciones  autorizados  por  la 
ley  y  contra  las  sentencias  definitivas  eje¬ 
cutoriadas  ; 

b)  En  asuntos  del  orden  administrativo 
con  respecto  a  los  cuales  otorguen  recursos 
las  leyes  de  la  materia; 

c)  Contra  las  resoluciones  dictadas  en  los 
juicios  de  amparo; 

d)  Contra  los  actos  consumados  de  mo¬ 
do  irreparable ; 

e)  Cuando  han  cesado  los  efectos  del  ac¬ 
to  reclamado ; 

f)  Contra  los  actos  consentidos  por  el 
agraviado ; 

g)  Contra  las  medidas  sanitarias  y  las  que 
dicten  con  el  objeto  de  prevenir  o  conjurar 
calamidades  públicas. 

Artículo  28. — Se  presumen  consentidos 
los  actos  del  orden  administrativo  por  los 
cuales  no  se  hubiere  recurrido  de  amparo, 
dentro  de  sesenta  días  siguientes  al  de  la 
notificación  hecha  al  quejoso  o  de  ser  co¬ 
nocidos  por  éste. 

CAPITULO  VI 
Disposiciones  generales 

Artículo  29. — El  efecto  de  lo  resuelto  en 
el  recurso  de  amparo  es  que  se  restituyan 
las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  eje¬ 
cutar  el  acto  contra  el  cual  se  reclama. 

La  resolución  del  recurso  no  causa  ex¬ 
cepción  de  cosa  juzgada. 

Artículo  30. — Cuando  el  recurso  de  exhi¬ 
bición  o  amparo  se  entable  contra  funcio¬ 
narios  del  orden  administrativo,  de  los  com¬ 
prendidos  en  el  inciso  V  del  artículo  59  de 


esta  Ley,  la  Sala  que  conozca  a  prevención, 
será  competente  para  la  substanciación  to¬ 
tal  del  recurso. 

Artículo  31. — En  los  recursos  de  amparo 
son  hábiles  todos  los  días  y  horas  del  año ; 
y  los  términos  son  fatales  e  improrrogables. 

Artículo  32. — La  autoridad,  funcionario  o 
empleado  público  contra  quien  se  resolvie- 
re  el  amparo,  pagará  las  costas  del  mismo, 
sin  perjuicio  de  quedar  sujeto  a  las  respon¬ 
sabilidades  civiles  y  criminales  a  que  hu¬ 
biere  lugar;  y  cuando  se  declare  que  la  ac¬ 
ción  de  amparo  es  maliciosa  o  temeraria,  se 
condenará  en  las  costas  al  quejoso  y  a  pa¬ 
gar  una  multa  de  10  a  50  quetzales;  se  ex¬ 
ceptúan  de  esta  regla  los  casos  de  exhibi¬ 
ción  personal. 

Artículo  33. — Los  tribunales,  en  su  caso, 
declararán  si  es  maliciosa  o  temeraria  la  ac¬ 
ción  de  amparo. 

Artículo  34. — Las  multas  que  se  impongan 
en  virtud  de  esta  Ley,  se  harán  efectivas  por 
el  Juzgado  o  Tribunal  que  conozca  del  re¬ 
curso,  por  la  vía  de  apremio  si  fuere  necesa¬ 
rio,  y  se  aplicarán  a  los  fondos  de  Justicia. 

Artículo  35. — La  autoridad,  funcionario  o 
empleado  público  contra  quien  se  pidiere  el 
amparo,  podrá  intervenir  en  el  juicio,  en 
cualquier  estado  en  que  se  encuentre. 

Artículo  36. — En  los  casos  de  exhibición 
personal  o  siempre  que  hubiere  urgencia, 
los  tribunales  comunicarán  sus  providencias 
o  resoluciones  por  medio  de  despachos  te¬ 
legráficos,  ordenándolo  así  en  ellas  mismas. 
En  tal  caso,  también  dispondrán  que  las  ofi¬ 
cinas  telegráficas  receptoras  y  los  funcio¬ 
narios  o  personas  a  quienes  se  dirigen  los 
despachos,  den  aviso  inmedif^to/  ti!e  su 
recibo. 

Artículo  37. — Son  causas  de  responsabili¬ 
dad  :  la  negativa  sobre  admisión  de  un  re¬ 
curso  de  amparo;  la  resolución  de  éste  en 
contravención  a  los  preceptos  de  esta  Ley; 
el  retardo  en  la  tramitación  del  mismo ;  y  la 
demora  en  la  transmisión  de  los  mensajes 
y  entrega  de  los  despachos. 

La  infracción  de  esta  disposición  se  cas¬ 
tigará  con  una  multa  de  10  a  50  quetzales, 
sin  perjuicio  de  las  demás  responsabili¬ 
dades. 
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Artículo  38. — Los  jefes  de  presidio,  Alcai¬ 
des,  guardas  o  encargados  de  la  custodia 
de  los  presos,  darán  copia  firmada  de  la 
orden  de  prisión  a  la  persona  que  custo¬ 
dien  o  a  cualquiera  otra  que  la  solicite.  Si 
negaren  o  retardaren  su  entrega  más  de  seis 
horas,  incurrirán  en  una  multa  de  10  a  50 
quetzales. 

Artículo  39. — Las  actuaciones  serán  en 
papel  simple,  salvo  lo  que  sobre  reposición 
de  éste  se  resuelva  en  definitiva  en  los  jui¬ 
cios  de  amparo. 

Articulo  40. — Quedan  derogados  el  Decre¬ 
to  legislativo  Número  354  y  demás  leyes  que 
se  opongan  a  la  presente. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y 
cumplimiento. 


Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la  Asam¬ 
blea  Legislativa :  en  Guatemala,  el  doce  de 
mayo  de  mil  novecientos  veintiocho. 

A.  Rivera  P. , 

Presidente. 

Federico  Carbonell  R., 

Secretario. 

Ramón  Calderón, 

Secretario. 

Casa  del  Gobierno:  Guatemala,  diez  y 
ocho  de  mayo  de  mil  novecientos  vein¬ 
tiocho. 

Publíquese  y  cúmplase. 

L.  CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y  Justicia, 

L.  Alberto  Paz  y  Paz. 


ADMINISTRACION 


Acta  levantada  con  motivo  del  Corte 
de  Caja  correspondiente  al  mes  de 
mayo  de  mil  novecientos  veintiocho. 


En  la  ciudad  de  Guatemala,  a  los  cuatro 
días  del  mes  de  junio  de  mil  novecientos 
veintiocho,  constituido  el  infrascrito  Con¬ 
tador  de  Glosa  en  la  Oficina  de  la  Recepto¬ 
ría  General  de  Fondos  Judiciales,  con  el  ob¬ 
jeto  de  practicar  el  CORTE  DE  CAJA  co¬ 
rrespondiente  al  mes  de  mayo  próximo  pa¬ 
sado,  y  en  virtud  de  nombramiento  de  la 
Presidencia  del  Tribunal  de  Cuentas  del 
primero  de  los  corrientes,  y  estando  presen¬ 
te  el  Receptor  General  don  Francisco  Ci- 
fuentes  P.,  se  procedió  de  la  siguiente 
manera : 

l9 — Tuve  a  la  vista  el  Libro  de  Caja,  el 
que  encontré  con  sus  operaciones  cerradas 
en  treinta  y  uno  de  mayo  recién  pasado. 

2'! — El  movimiento  de  la  Caja  de  la  Re¬ 
ceptoría.  General  durante  el  mes  recién  pa¬ 
sado,  fué  el  siguiente: 

Quetzales  Billetes 

Saldos  para  1?  de  mayo . Q  6,574.65  $  28,485.84 

Ingresos  en  el  mes .  4,083.14  391,549.70 

Suman  los  ingresos .  Q10.657.79  $420,035.54 

Egresos  durante  el  mes .  5,442.00  208,755.70 

Saldos  para  19  de  junio . Q  5,215.79  $211,279.84 


3,J — El  Receptor  General  presentó  en  efec¬ 
tivo  las  cantidades  de  cinco  mil  doscientos 
quince  quetzales  setenta  y  nueve  centavos  y 
doscientos  once  mil  doscientos  setenta  y 
nueve  pesos  ochenta  y  cuatro  centavos  en 
billetes  de  Banco,  cantidades  que  fueron 
contadas  por  el  infrascrito  Contador  de  Glo¬ 
sa,  y  que  son  exactamente  iguales  a  los  sal¬ 
dos  que  arroja  el  Libro  de  Caja. 

4IJ — Confrontados  que  fueron  todos  los 
comprobantes  con  las  partidas  de  Caja,  re¬ 
sultaron  de  entera  conformidad,  estando  los 
primeros  (los  de  Ingresos)  marcados  con 
los  números  del  171  al  223  y  los  de  Egresos 
del  número  254  al  329  y  comprendidos  den¬ 
tro  de  los  folios  24  al  31  del  libro  ya  citado 
de  Caja. 

S5 — No  habiendo  otro  asunto  de  que  tra¬ 
tar,  en  lo  referente  al  corte  de  Caja,  se  da 
por  terminado  el  acto,  firmando  conmigo 
el  Receptor  General  don  Francisco  Cifuen- 
tes  P. — Mar.  Solís. — F.  Cifaenles  P. 

Es  copia  fiel  del  original. 

ALFREDO  VALLE  CALVO, 

Secretario  de  la  Corte  Suprema. 

NOTA.  — Los  Ingresos  y  egresos  que  se  detallan  en  la  presente 
Act3  corresponden  en  su  mayor  parte  a  DEPOSITOS 
ordenados  por  los  Tribunales  de  la  República. 


( 


694 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


La  Caja  de  esta  Receptoría,  de  conformidad  con  los  acuerdos 
respectivos,  ha  hecho  en  el  presente  mes,  los  pagos  siguientes: 


Al  Palacio  de  Muebles, 
valor  de  85  varas  de 
estera  para  los  corre¬ 
dores  de  la  Corte 

Suprema . Q 

Al  mismo  Palacio  de 
Muebles,  valor  de  7 
juegos  de  cortinas 
para  el  Despacho  de 
la  Presidencia  de  la 
Corte  Suprema  .  . 

A  Federico  Guzmán, 
por  la  antigua  insta¬ 
lación  de  luz  eléctri¬ 
ca  que  tenía  el  edi¬ 
ficio  . 

A  Zengel,  valor  de  40 
pantallas,  50  bombi¬ 
llas  y  6  lámparas  pa¬ 
ra  escritorio,  finas: 

4  para  la  Sala  34  de 
Apelaciones,  y  2  pa¬ 
ra  la  Presidencia  .  . 

A  Goubaud,  valor  de 
3  tinteros  para  los 
escritorios  de  los 
Magistrados  de  la 

Sala  3" . 

A  la  Dirección  Gene¬ 
ral  de  Telégrafos, 
por  la  instalación  de 
timbres  en  las  dis¬ 
tintas  dependencias 
de  la  Corte  Suprema 
A  Zengel,  valor  de 
una  lámpara  escri¬ 
torio  para  el  Juzga¬ 
do  l9  de  Paz . 

A  Petronilo  Aguilar, 
por  la  instalación  de 
timbres  en  la  Sala  34 
de  Apelaciones  .  .  . 

A  Pedro  D.  Ligorría, 
valor  de  dos  mesítas 
para  máquinas  de  es¬ 
cribir  para  el  Juzga¬ 
do  3°  de  l4  Instan¬ 
cia  . 

A  la  Tipografía  Nacio¬ 
nal,  valor  del  mate¬ 
rial  empleado  en 
10,000  carátulas  pa¬ 
ra  los  juicios  que  se 
siguen  en  los  distin¬ 
tos  tribunales  de  la 

República  . . 

Pasan . Q 


85.00 

84.00 

350.00 

96.20 

22.00 

110.00 

11.00 

11.00 

12.00 

22.87 

804.07 


Vienen . Q  804.07 


A  Antonio  Valdés,  por 
por  sus  trabajos  de 
plomería,  según  de¬ 
talle  . 

A  la  Ciudad  de  Lon¬ 
dres,  valor  de  dos 
lámparas  eléctricas 
para  la  Secretaría 
de  la  Corte  Suprema 
Por  contrato  celebrado 
con  la  Agencia  “'Un- 
derw.ood”,  se  pidie¬ 
ron  al  Agente  Mr. 
Coffey  5  maquinas 
de  escribir:  3  para 
uso  de  la  Secretaría 
de  la  Corte  Suprema 
y  dos  para  el  Juzga¬ 
do  34  de  1“  Instancia 
Al  Juzgado  de  l4  Ins¬ 
tancia  de  Jutiapa, 
por  reparaciones  he¬ 
chas  al  local  que 
ocupa  el  Tribunal  .  . 
Al  Juzgado  S4  de  Paz 
para  reparaciones  en 

su  Tribunal . 

A  Casimiro  Morales, 
por  reparaciones  he¬ 
chas  a  los  muebles 
de  los  Juzgados  de 
lo  Civil  y  los  de  va¬ 
rias  Salas . 

Suman  los  gastos  .  .  . 


45.00 


14.00 


570.00 


$14,919.00 

2,670.00 


1,170.00 
Ql, 433.07  $18,759.00 


Guatemala,  31  de  mayo  de  1928. 

F.  CIFUENTES  P„ 

•  Receptor  General. 


AUMENTO  DE  SUELDOS 


Guatemala,  10  de  mayo  de  1928. 

Señor  Receptor  General  de  Fondos  de 
Justicia. 

Presente. 

Para  su  conocimiento  y  demás  efectos, 
tengo  el  honor  de  transcribir  a  Ud.,  el  acuer¬ 
do  número  33,  dictado  por  la  Presidencia 
de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  esta 
misma  fecha,  que  literalmente  dice : 

"Guatemala  10  de  mayo  de  1928. — La 
Presidencia  del  Poder  Judicial,  estimando 
justas  y  atendibles  las  razones  invocadas 
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por  los  empleados  cuyos  sueldos  eroga  la 
Receptoría  de  Fondos  Judiciales  y  en  uso 
de  las  facultades  que  le  confiere  la  Ley  Or¬ 
gánica  del  ramo. — ACUERDA: — Modificar 
el  presupuesto  vigente  de  la  manera  si¬ 
guiente  : 

Receptor  General . Q150 

Ayudante  Tenedor  de  Libros .  20 

Oficial  Superior  de  la  Secretaría  C.  S.  35 

Oficial  Mecanógrafo .  35 

Empleado  de  la  Tesorería .  35 

Guardalmacén .  50 

Chauffeur  de  la  Presidencia .  50 

Chauffeur  de  los  Señores  Magistrados  30 
Sobresueldo  de  los  dos  porteros,  Q5 
cada  uno . 10 

Suma . Q415 

Importa  este  presupuesto  cuatrocientos 
quince  quetzales,  el  cual  comenzará  a  regir 
desde  el  primero  del  presente  mes. — Comu¬ 
niqúese. — Medrarlo. — Alfredo  Valle  Calvo. — 
Está  el  sello  de  la  Secretaría  de  la  C.  S. 
de  J." 

Soy  de  Ud.  Atto.  y  S.  S., 

ALFREDO  VALLE  CALVO, 

Oficial  Mayor. 


Reproducción  del  acuerdo  que  regla¬ 
menta  las  horas  de  despacho  en  las 
oficinas  de  los  Tribunales  de  Justicia. 


"Guatemala,  20  de  octubre  de  1927. — El 
Presidente  de  la  República, — Consideran¬ 
do:  que  no  obstante  que  el  artículo  130  de  la 
Ley  Orgánica  de  los  Tribunales  dispone  que 
la  asistencia  a  las  oficinas  sea  de  cinco  ho¬ 
ras  diarias,  tal  disposición  no  se  cumple, 
pues  en  muchos  tribunales  se  ha  venido 
acostumbrando  despachar  solamente  du¬ 
rante  tres  horas,  con  perjuicio  de  la  buena 
administración  de  justicia  y  de  los  intere¬ 
ses  generales  de  la  Nación; — POR  TANTO; 
— De  conformidad  con  lo  dispuesto  por  el 
artículo  77,  inciso  3"  de  la  Constitución, — 
ACUERDA: — l9 — Los  Tribunales  de  Justi¬ 
cia  se  abrirán  al  servicio  público,  durante 
cinco  horas,  todos  los  días  hábiles,  de  las 
diez  a  las  doce  de  la  mañana  y  de  las  dos  a 
las  cinco  de  la  tarde. — En  los  climas  cáli¬ 
dos  los  Jueces  designarán  las  horas  más 


apropiadas  para  el  despacho,  en  el  concepto 
de  que  éste  durará,  por  lo  menos,  cinco  ho¬ 
ras  diarias. — 2" — Los  Jueces  de  l9  Instancia 
cuidarán  de  la  especial  asistencia  a  sus  des¬ 
pachos  del  personal  de  los  Juzgados  de  Paz 
de  su  jurisdicción;  en  la  capital  y  en  Que- 
zaltenango  tendrá  ese  cuidado  el  Juez  de  l9 
Instancia  Disciplinario. — Igual  deber  corres¬ 
ponde  a  las  Salas  de  Apelaciones,  respecto 
a  los  Tribunales  de  1*  Instancia  de  su  ju¬ 
risdicción  y  a  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
en  cuanto  a  las  de  29  Instancia. — 39 — Con 
apercibimiento  la  primera  y  con  diez  quet¬ 
zales  de  multa  las  siguientes,  se  castigarán 
cada  una  de  las  faltas  de  asistencia  en  que 
incurran  los  Jueces  de  l9  Instancia  y  de 
Paz. — Las  faltas  relativas  a  la  asistencia  en 
que  incurran  los  Magistrados  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  serán  penadas  por  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  con  un  voto  de  censu¬ 
ra  que  se  consignará  en  el  Libro  de  Autos 
Acordados  y  que  será  transcrito  al  funcio¬ 
nario  remiso;  la  reiteración  de  la  falta  será 
penada  con  quince  quetzales  de  multa. — 4" — 
En  cada  Oficina  judicial  se  llevará  por  el 
Secretario  un  libro  en  que  diariamente  fir¬ 
mará  cada  uno  de  los  empleados,  expresan¬ 
do  la  hora  de  la  llegada. — Las  faltas  de  asis¬ 
tencia  de  los  empleados  serán  castigadas 
por  los  Jefes  de  las  respectivas  oficinas  con 
apercibimiento  o  con  una  multa  de  uno  a 
cinco  quetzales. — 59 — El  Ministerio  Público, 
por  medio  de  cualquiera  de  sus  organismos, 
cuidará  del  exacto  cumplimiento  de  este 
acuerdo  y  deberá  deducir  las  responsabili¬ 
dades  consiguientes  a  los  actos  en  que,  tras¬ 
pasándose  los  límites  de  las  faltas,  se  lle¬ 
gue  a  incurrir  en  responsabilidad  criminal 
por  retardo  o  denegación  de  justicia. — 69 — 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  medio  de 
su  Presidente,  tiene  la  jurisdicción  necesaria 
para  conocer  y  resolver  económicamente  en 
todos  los  casos  que  se  presenten  relativos 
a  las  asistencia  de  los  Jueces  y  Magistrados 
en  sus  oficinas,  y  podrá  visitar,  en  cualquier 
día,  sin  previo  aviso,  los  Juzgados  o  Salas 
de  Apelaciones  que  tenga  por  conveniente,  a 
fin  de  hacer  efectiva  la  puntual  asistencia 
al  trabajo. — Comuniqúese. — CHACON. — El 
Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de  Go¬ 
bernación  y  Justicia,  L.  Alberto  Paz  y  Paz”. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE 
LA  REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  MAYO 


(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

Corte  Suprema  de  Justicia . 

188 

7 

5 

200 

Sala  IV  de  Apelaciones . 

90 

26 

5 

121 

Sala  2^  de  Apelaciones . 

70 

20 

4 

94 

Sala  3^  de  Apelaciones . 

30 

11 

3 

44 

Sala  4V  de  Apelaciones . 

00 

43 

6 

49 

Sala  5^  de  Apelaciones . 

42 

18 

2 

62 

Sala  6^  de  Apelaciones . 

00 

10 

4 

14 

Juzgado  1?  de  IV  Instancia  (Guatemala) . 

718 

336 

11 

1,065 

Juzgado  2°  de  1*  Instancia  (Guatemala) . 

749 

323 

17 

1,089 

Juzgado  3 9  de  IV  Instancia  (Guatemala) . 

118 

177 

6 

301 

Juzgado  de  1*  Instancia  de  Amatitlán . 

163 

173 

00 

336 

Juzgado  de  l*  Instancia  de  Escuintla . 

172 

18 

00 

190 

juzgado  de  11  Instancia  de  Sacatepéquez . . 

198 

76 

3 

277 

Juzgado  de  IV  Instancia  de  Chimaltenango . 

159 

27 

00 

186 

Juzgado  de  l*  Instancia  de  Baja  Verapaz . 

66 

22 

00 

88 

Juzgado  de  IV  Instancia  de  Alta  Verapaz . 

115 

7S 

1 

194 

Juzgado  de  l*  Instancia  de  Petén . 

17 

2 

00 

19 

Juzgado  de  IV  Instancia  de  Suchitepéquez . 

32 

54 

3 

89 

Juzgado  de  IV  Instancia  de  Retalhuleu . 

173 

65 

4 

242 

Juzgado  IV  de  IV  Instancia  (Quezaltenango) . 

150 

90 

5 

245 

Juzgado  21-1  de  1*  Instancia  (Quezaltenango) . 

82 

95 

1 

178 

Juzgado  3?  de  IV  Instancia  (Quezaltenango) . 

94 

80 

00 

174 

Juzgado  de  IV  Instancia  de  Totonicapán . 

93 

85 

1 

179 

Juzgado  de  IV  Instancia  de  San  Marcos . 

163 

121 

15 

299 

Juzgado  de  IV  Instancia  de  Huehuetenango....?. . 

126 

52 

4 

182 

Juzgado  de  IV  Instancia  de  Quiché . 

121 

29 

4 

154 

juzgado  de  IV  Instancia  de  Izabal . 

55 

10 

00 

65 

juzgado  de  IV  Instancia  de  Zacapa . . . 

105 

76 

1 

182 

luzgado  de  IV  Instancia  de  Chiquimula . 

162 

43 

3 

208 

juzgado  de  IV  Instancia  de  Jalapa . 

72 

58 

00 

130 

juzgado  de  IV  Instancia  de  jutiapa . 

35 

93 

5 

133 

juzgado  de  IV  Instancia  de  Santa  Rosa  . 

73 

47 

1 

121 

juzgado  de  IV  Instancia  de  El  Progreso . 

110 

60 

2 

172 

juzgado  de  IV  Instancia  de  Asunción  Mita . . . 

68 

39 

2 

109 

Juzgado  de  IV  Instancia  de  Coatepeque . 

73 

26 

1 

100 

juzgado  de  IV  Instancia  de  Chiquimulilla . 

23 

15 

4 

42 

Totales . 

4,705 

2,505 

123 

7,333 

La  Sala  que  dictó  más  sentencias  civiles  fué  la  4^  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  civiles  fué  el  2°  de  11  Instancia  de  Guatemala. 


Sección  de  Estadística  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  31  de  mayo  de  1928 


NOTA:— Los  Juzgados  de  i»  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro.no  enviaron  el  resumen  de  las 
resoluciones  dictadas  durante  el  presente  mes. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  MAYO 


(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

Corte  Suprema  de  Justicia . 

261 

11 

Sala  19  de  Apelaciones . . 

78 

44 

48 

Sala  29  de  Apelaciones . 

ni 

33 

50 

Sala  39  de  Apelaciones . 

81 

57 

23 

1  El 

Sala  49  de  Apelaciones . 

00 

137 

22 

Sala  59  de  Apelaciones . 

126 

99 

68 

293 

Sala  69  de  Apelaciones . 

138 

21 

28 

187 

Juzgado  4?  de  19  Instancia  (Guatemala) . 

611 

130 

20 

7B1 

Juzgado  5^  de  19  Instancia  (Guatemala) . 

590 

70 

26 

Juzgado  69  de  19  Instancia  (Guatemala) . 

234 

16 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Ámatitlán . 

14-9 

181 

4 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Escuintla . 

629 

62 

4  - 

fiqñ 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Sacatepéquez . 

392 

80 

7 

479 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Chimaltenango . 

492 

84 

24 

600 

Juzgado  de  19  Instancia  de  la  Baja  Verapaz . . 

316 

67 

388 

Juzgado  de  19  Instancia  de  la  Alta  Verapaz . 

274 

106 

3 

383 

Juzgado  de  19  Instancia  del  Petén . 

186 

12 

1 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Suchitepéquez . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Retalhuleu] . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Sololá . 

345 

45 

17 

125 

81 

7 

213 

Juzgado  19  de  19  Instancia  (Quezaltenango)  . 

410 

120 

15 

545 

Juzgado  29  de  19  Instancia  (Quezalterfango)  . 

132 

96 

6 

234 

Juzgado  39  de  19  Instancia  (Quezaltenango) . 

109 

99 

6 

214 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Totonicapán . 

55 

31 

1 

87 

Juzgado  de  19  Instancia  de  San  Marcos . 

221 

142 

8 

371 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Huehuetenango . 

86 

4 

165 

juzgado  de  19  Instancia  del  Quiché . . 

30S 

125 

10 

443 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Izabal . 

409 

71  • 

487 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Zacapa . 

338 

108 

2 

448 

juzgado  de  19  Instancia  de  Chiquimula . 

440 

108 

12 

560 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Jalapa . 

87 

44 

3 

134 

Juzgado  de  11  Instancia  de  Jutiapa . 

271 

221 

8 

500 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Santa  Rosa . 

52 

364 

juzgado  de  19  Instancia  de  El  Progreso . . 

215 

98 

4 

317 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Asunción  Mita . 

302 

35 

4 

341 

juzgado  de  19  Instancia  de  Coatepeque . 

347 

54 

3 

404 

juzgado  de  19  Instancia  de  Chiquimulilla . 

169 

60 

7 

236 

Totales . 

9,564 

3,087 

491 

13,142 

La  Sala  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  criminales,  fué  la  54  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  que  dictó  mayor  número  de  seutencias  criminales,  fué  el  59  de  1»  Instancia  de  Guatemala. 


Sección  de  Estadística  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  31  de  mayo  de  1928 


NOTA:— Los  Juzgados  de  r>  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro,  no  enviaron  el  resumen  de  las 
resoluciones  dictadas  durante  el  presente  mes. 
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VISITA  OFICIAL 


El  señor  Presidente  del  Poder  Judicial, 
durante  el  presente  mes,  practicó  visita  a 
la  Penitenciaría  Central,  concretando  su 
atención  a  los  reos  sentenciados  que  están 
a  la  orden  de  la  Presidencia. 

A  las  nueve  de  la  mañana  se  constituyó 
en  aquel  centro  penal  el  citado  funcionario, 
y  uno  por  uno  de  los  reos  fué  concurriendo 
a  su  presencia,  practicándole  detalladamen¬ 
te  su  cómputo,  acto  que  concluyó  a  la  una  de 
la  tarde,  quedando  los  reos  sentenciados  sa¬ 
tisfechos  y  gratamente  impresionados  por 
aquella  muestra  de  atención  hacia  ellos, 
Pronto  continuará  sus  visitas  el  señor  Pre¬ 
sidente,  relativa  a  los  reos  que  tienen  proce¬ 
so  pendiente  para  la  cual  se  preparan  los 
cuadros  respectivos  que  servirán  de  base 
para  el  mejor  resultado  de  esta  diligencia. 


PERMANENTE 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  está  dis¬ 
puesta  a  atender  las  indicaciones  que  haga 
la  prensa  seria,  acerca  de  los  medios  que 
puedan  emplearse  para  el  progresivo  me¬ 
joramiento  de  la  administración  de  justi¬ 
cia;  despachará  toda  queja  o  denuncia  que 
se  le  presente  contra  las  autoridades  cuya 
conducta  oficial  está  llamada  a  vigilar,  y,  en 
consecuencia,  espera  que  la  prensa  honra¬ 
da,  imparcial  y  patrióticamente  intenciona¬ 
da,  concrete,  lo  más  que  le  sea  posible,  los 
hechos  y  las  personas  contra  las  cuales  pro¬ 
ceda  hacerse  una  investigación,  porque  de 
lo  contrario  ésta  resultaría  infructuosa. 


Principales  Funcionarios  del  Poder  Judicial  y  Secretarios  respectivos,  resi¬ 
dentes  en  la  capital  y  dirección  de  cada  uno  de  ellos. 


Corte  Suprema  de  Justicia 

Presidente,  Licenciado  don  José  A.  Medrano,  12 
Avenida  Sur,  número  20. 

Magistrado,  Licenciado  don  Quiríno  Flores  y  Flo¬ 
res,  Callejón  del  Colegio,  número  2. 

Magistrado,  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz, 
5“  Avenida  Norte,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  Abel  Paredes,  4‘  Ave¬ 
nida  Sur,  número  66. 

Magistrado,  Licenciado  don  Juan  Francisco  Ro¬ 
dríguez,  5"  Calle  Oriente,  número  8B. 

Secretario,  don  Alfredo  Valle  Calvo,  Avenida  Cen¬ 
tral,  número  88. 

Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R., 
2'-'  Avenida  Norte,  número  15. 

Magistrado,  Licenciado  don  Francisco  Menéndez 
B.,  11  Calle  Oriente,  número  26. 

Magistrado,  Licenciado  don  Antonio  F.  Aguirre, 
3"  Calle  Poniente,  número  12. 

Fiscal,  Licenciado  don  Alfonso  Hernández  Po- 
lanco,  13  Calle  Oriente,  número  41. 

Procurador,  Licenciado  don  Manuel  Franco  R., 
18  Calle  Oriente. 

Secretario,  Licenciado  don  Carlos  Girón  Zirión, 
9-  Calle  Oriente,  número  21. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Menéndez  A., 
4-  Avenida  Norte,  número  8. 

Magistrado,  Licenciado  don  Guillermo  Sáenz  de 
Tejada,  11  Avenida  Sur,  número  101. 

Magistrado,  Licenciado  don  Alberto  Argueta  S., 
Calle  Matamoros,  número  7. 


Fiscal,  Licenciado  don  Avelino  F.  Mariscal,  9’ 
Calle  Poniente,  número  2. 

Procurador,  Licenciado  don  Héctor  Villagrán,  Ca¬ 
llejón  Concordia,  número  15. 

Secretario,  Licenciado  don  Juan  Fernández  Cór- 
dova,  9"  Avenida  Sur,  número  88. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Ramírez,  5* 
Calle  Poniente,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  David  Pivaral,  Ca¬ 
llejón  Variedades,  número  14. 

Magistrado,  Licenciado  don  Fidencio  Duque,  12 
Avenida  Sur,  número  67. 

Fiscal,  Licenciado  don  Filadelfo  de  León,  15  Ca¬ 
lle  Oriente,  número  15. 

Procurador,  Licenciado  don  Leopoldo  Rosales, 
Avenida  Central,  número  78. 

Secretario,  Licenciado  don  Fernando  Orellana,  h., 
Callejón  del  Administrador,  número  2A. 

Jueces  de  Primera  Instancia  de  la  Capital 

Jueces  de  Primera  Instancia  de  la  capital 

Juez  lv,  Licenciado  don  Jorge  A.  Serrano,  V  Ca¬ 
lle  Oriente,  número  28. 

Juez  2'\  Licenciado  don  Alberto  C.  Cameyy,  1*  Ca¬ 
lle  Oriente,  Jocotenango,  número  4. 

Juez  39,  Licenciado  don  Antonio  Cruz,  13  Aveni¬ 
da  Sur,  número  17. 

Juez  49,  Licenciado  don  Porfirio  Barrios  P.f  49 
Avenida  Sur,  número  58. 

Juez  5V,  Licenciado  don  Juan  Córdova  Cerna^  15 
Calle  Oriente,  número  32. 

Juez  69,  Licenciado  don  Oscar  Zeceña,  29  Calle 
Poniente,  número  6. 
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Jueces  de  Primera  Instancia  de  los  departamentos 


Juez  de  Amatitlán,  Licenciado  don  Teodoro  Díaz 
Medrano. 

Juez  de  la  Alta  Verapaz,  Licenciado  don  Libera¬ 
to  Valdés. 

Juez  de  la  Baja  Verapaz,  Licenciado  don  Efraín 
Peñaiva. 

Juez  de  Chimaltenango,  Licenciado  don  Pedro 
Contenti,  h. 

Juez  de  Chiquimula,  Licenciado  don  Augusto  Li¬ 
nares  L, 

Juez  de  Escuintla,  Licenciado  don  Oscar  Murga. 

Juez  de  Huehuetenango,  Licenciado  don  Manuel 
J.  Vásquez. 

Juez  de  Izabal,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 

Juez  de  Jalapa,  Licenciado  don  Virgilio  Alvarez. 

Juez  de  Jutiapa,  Licenciado  don  Antonio  Casta¬ 
ñeda. 

Juez  del  Petén,  Licenciado  don  Gilberto  Juárez. 

Juez  del  Quiché,  Licenciado  don  José  Unda 
Murillo. 

Juez  1*'  de  Quezatenango,  Licenciado  don  Héctor 
Polanco  R. 

Juez  2 9  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Vicente  Rodríguez. 


Juez  y  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  Angel 
Cuevas  del  Cid. 

Juez  de  Retalhuleu,  Licenciado  don  Humberto 
Robles  B. 

Juez  de  Sacatepéquez,  Licenciado  don  Luis  Ar¬ 
turo  González. 

Juez  de  Suchitepcquez,  Licenciado  don  Luis  Fe¬ 
lipe  Rosales. 

Juez  de  Sololá.  Licenciado  don  Miguel  Alvarez 
Lobos. 

Juez  de  San  Marcos,  Licenciado  don  Alfonso 
Carrillo. 

Juez  de  Santa  Rosa,  Licenciado  don  Alfonso  Ci- 
fuentes  S. 

Juez  de  Totonicapáíl,  Licenciado  don  José  Lean¬ 
dro  Rodas. 

Juez  de  Zacapa,  Licenciado  don  Octavio  Martínez. 

Juez  de  El  Progreso,  Licenciado  don  Francisco 
Valdés  Calderón. 

Juez  de  Coatepeque,  Licenciado  don  Francisco 
Carrillo  h. 

Juez  de  Asunción  Mita,  Licenciado  don  Eduardo 
Rivera  M. 

Juez  de  Chiquimulillaj  Licenciado  don  Carlos  B. 
Rivera. 


CUADRO 

de  los  señores  Magistrados  de  las  Salas  4a,  5a  y  6a  de  la  Corte  de  Apelaciones,  Procuradores  y  Secretarios 
de  las  mismas,  Magistrados  Suplentes  de  las  seis  Salas,  empleados  especiales  del  Poder  Judicial,  funcionarios 
militares  y  Vocales  de  la  Corte  Marcial;  y  distritos  jurisdiccionales  de  las  seis  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Darío  Molina  P. 
Magistrado,  Licenciado  don  Isaías  Peñalonzo. 
Magistrado,  Licenciado  don  Max.  Palomo  M. 
Fiscal,  Licenciado  don  Abraham  Bustamante. 
Procurador,  Licenciado  don  Enrique  Rodríguez  M. 
Secretario,  Licenciado  don  Gabriel  Cojulún. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Angel  M.  Bocanegra. 
Magistrado,  Licenciado  don  Javier  Ramos  O. 
Magistrado  Licenciado  don  Lázaro  Valdés. 
Fiscal,  Licenciado  don  Daniel  Arellano. 
Procurador,  Licenciado  don  Emilio  Solís.  (In¬ 
terino). 

Secretario,  don  Francisco  Guerra  y  Guerra. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Francisco  Rodríguez. 
Magistrado,  Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado  P. 
Magistrado,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 
Fiscal,  Licenciado  don  Manuel  A.  Núñez. 
Procurador,  Licenciado  don  Francisco  Delgadillo 
Zamora. 

Secretario,  don  A.  Chacón  B. 


Magistrados  Suplentes 

De  la  Sala  1",  Licenciado  don  José  María  Cumes. 
De  la  Sala  Io,  Licenciado  don  José  Lara. 

De  la  Sala  2",  Licenciado  don  Federico  O.  Salazar. 
De  la  Sala  2°,  Licenciado  don  Ernesto  Viteri. 

De  la  Sala  3IJ,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey. 
De  la  Sala  3'\  Licenciado  don  Federico  Salazar. 
De  la  Sala  4\  Licenciado  don  Miguel  T.  Alvarado. 
De  la  Sala  4",  Licenciado  don  Oscar  A.  Sandoval. 
De  la  Sala  59,  Licenciado  don  Silvano  Duarte. 

De  la  Sala  5"  Licenciado  don  Antonio  Castañeda. 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Juan  C.  Alvarado. 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Eulogio  González. 

Empleados  Especiales 

Receptor  de  Fondos  Judiciales,  don  Francisco  Ci- 
fuentes  Pontaza.  Bibliotecario,  Bachiller  don  Miguel 
A.  Alvarado,  h. 

Funcionarios  Militares 

Comandantes  de  Armas,  General  don  Doroteo 
Monterroso. 

Auditor  General  de  Guerra  de  la  República,  Li¬ 
cenciado  don  Elíseo  Solís. 

Auditor  de  Guerra  de  este  departamento,  Licen¬ 
ciado  don  Rafael  Nuila. 


700 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPUBLICA 


Vocales  Militares  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 

Propietario,  General  de  División  don  Mariano 
Sánchez  O. 

Propietario,  General  de  División  don  Rodolfo  A. 
Mendoza. 

Suplente,  General  de  División  Ingeniero  don  Ra¬ 
món  Alvarado  S. 

Suplente,  General  de  División  Ingeniero  don  Juan 
B.  Padilla. 

Vocales  Militares  para  las  Salas  Primera,  Segunda  y  Tercera 
de  Apelaciones 

Propietario,  General  de  Brigada  don  José  Víctor 
Mejía. 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Federico 
Aguilar  Valenzuela. 

Suplente,  General  de  Brigada  don  Ismael  Pache¬ 
co  Quevedo. 

Suplente,  General  de  Brigada  don  Rodrigo  G. 
Solórzano. 

Vocales  Militares  para  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Guillermo  Flores  M. 
Propietario,  Teniente  Coronel  don  J acobo  Agui¬ 
lar  P. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  J.  Nicolás  Lópe>z 
Coronado. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Paulino  Her¬ 
nández. 

Vocales  Militares  para  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Gregorio  M.  Barrientos. 
Propietario,  Coronel  don  Tránsito  Bonilla. 
Suplente,  Teniente  Coronel  don  Jesús  Palma  y 
Palma. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Adrián  Salazar  B. 

Vocales  Militares  para  la  Sala  Sexta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Rodolfo  Cár¬ 
denas. 

Propietario,  Comandante  don  Daniel  P.  Camey. 


Suplente,  Coronel  don  Guadalupe  Santiago  R. 
Suplente,  Teniente  Coronel  don  Cipriano  E.  Or- 
dóñez. 

DISTRITOS  JURISDICCIONALES 


Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1*  y  69  de  Guatemala  y  Juzgados  de 
1'  Instancia  y  Comandancias  de  Armas  de  Amati- 
tlán,  Peten,  Santa  Rosa  y  Baja  Verapaz;  y  Juzga¬ 
do  Territorial  de  Chiquimulilla. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  29  y  4’  de  1°  Instancia  de  Guatemala 
y  Juzgados  de  1"  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Chimaltenango,  Alta  Verapaz  y  Escuintla. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  39  y  59  de  1°  Instancia  de  Guatemala, 
Comandancias  de  Armas  de  Guatemala,  Juzgado 
de  1°  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  Sa- 
catepéquez;  y  Juzgado  Territorial  de  El  Progreso. 

Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  l9,  29  y  39  de  l9  Instancia  y  Comandan¬ 
cias  de  Armas  de  Quezalteriango  y  Juzgados  de  1* 
Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  San  Mar¬ 
cos  y  Retalhuleu;  y  Juzgado  Territorial  de  Coa- 
tepeque. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  l9  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Jalapa,  Jutiapa,  Chíquimula,  Zacapa  e  Iza- 
bal,  y  Juzgado  Territorial  de  Asunción  Mita. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  l9  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Totonicapán,  Sololá,  Quiche,  Huehuetenan- 
go  y  Suchitepéquez. 


